
RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

CORTINAS-PELÁEZ, León: Poder Ejecu-
tivo y Función Jurisdiccional (con
«Prólogo» del catedrático Enrique
GILES-ALCÁNTARA), Universidad Na-
cional Autónoma de México, Méxi-
co, 1982, 314 págs.

El autor es un conocido jurista
oriental, actualmente catedrático de
Derecho Administrativo de la Univer-
sidad de México. Estudió en su Mon-
tevideo natal y en Universidades de
España, Francia y Alemania, y cuan-
do quiso volver no pudo. Su patria
estaba sometida por el régimen mili-
tar. Acogido en México, está desarro-
llando allí su obra de investigador y
docente infatigable y, también, profi-
cuo escritor de los temas jurídico-
políticos acuciantes de la gran nación
hispanoamericana.

Este libro representa un riguroso
intento de explicar el avasallamiento
del Estado de Derecho, democrático
y social, tradicional de la República
Oriental del Uruguay. Describe cómo
a partir de la reforma constitucional
de 1967 se abrió camino una concep-
ción autoritaria que desembocó en la
instauración de un régimen militar.

En su primera página recuerda el
lema de Artigas, contenido en la Ins-
trucción número 18, con que se pre-
sentaron los diputados orientales, y
los de las provincias por él protegi-
das, a la Asamblea General Constitu-
yente de 1813: «El despotismo mili-
tar será precisamente aniquilado con
trabas constitucionales que aseguren

inviolable la soberanía de los pue-
blos.» Esperanzas fallidas del funda-
dor de nuestro federalismo, que de-
muestran su clara visión política.

La Introducción recuerda la tradi-
ción constitucional de la República
Oriental, que arranca en el Grito de
Asencio del 28 de febrero de 1811 y
se inicia con la Constitución de Cá-
diz, promulgada y jurada en Monte-
video el 24 de septiembre de 1812. La
Constitución de los liberales españo-
les fue clara en cuanto a la exclusión
del Poder Ejecutivo de toda función
jurisdiccional y sobre el reconoci-
miento del fuero militar sólo para ac-
tos de servicio, los temas y las preo-
cupaciones del libro que comentamos.
Las Cortes de Cádiz definieron su cri-
terio a través de la voz del diputado
de Soria: «Se trata de hacer que los
medios de defensa del Estado no se
conviertan en medios de opresión.»

Esa tradición se sostuvo en los cri-
terios manejados por don José Ger-
vasio Artigas, «el Protector de los
Pueblos libres, es decir de la Provin-
cia Oriental, y de las provincias oc-
cidentales —hoy argentinas— de Cór-
doba, Corrientes, Entre Ríos, Misio-
nes y Santa Fe», expresadas en las
Instrucciones ya citadas y en los pro-
yectos artiguistas de Constitución Fe-
deral de América del Sur y de Cons-
titución para la Provincia Oriental del
Uruguay.

CORTIÑAS-PELÁEZ explícita el consti-
tucionalismo de José Batlle y Ordo-
ñez y su Partido Colorado en los al-
bores del siglo xx, y así como nos
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describe a Artigas como al federalista
precursor de una gran nación sud-
americana, Batlle es el demócrata ra-
cionalista fascinado por las institu-
ciones helvéticas, que confía empeci-
nadamente en los frutos políticos y
sociales de una reforma constitucio-
nal.

Nos dice el autor que las crisis de
la última postguerra llevaron a los
orientales a la Constitución de 1967,
cuya «Estructura Normativa» estudia
en la Primera Parte. La Segunda está
dedicada a «La Realidad del Derecho
Constitucional Oriental», es decir, «al
comportamiento de las técnicas nor-
mativas ante las tensiones derivadas
del ejercicio del poder».

El autor concibe al Derecho como
ciencia social concreta, que lo lleva
de la abstracción dogmática de la
norma a las repercusiones empíricas
del poder. Y, así, pasa este estudio
de la descripción de un Ejecutivo
muy fuerte organizado por la Consti-
tución de 1967, al desbordamiento
autoritario del régimen militar, al des-
conocimiento de los derechos huma-
nos y a los esfuerzos de la judicatura
para sostener al Estado de Derecho
y su ilusa confianza. Su epílogo es el
Acto Institucional número 8, del 1 de
julio de 1977, que sustituye la Sec-
ción XV de la Constitución de la ROU
y subordina la jurisdicción del otrora
Poder Judicial a un Poder Ejecutivo
controlado por el estamento militar.
Para CORTIÑAS-PELÁEZ es la «prueba
del ocaso de la Justicia en un país
que fue modelo para América Latina».

En 1985 se ve ya en el Uruguay Ja
aurora que predecía el autor, igual
que en las provincias occidentales.
Esperemos que ambas alumbren una
nueva época de realizaciones y de es-
peranza.

Es interesante acercarnos al Esta-
do Oriental y a su historia. Es la mis-
ma que la nuestra, pero no la cono-
cemos; creemos que son «otros», co-
mo los franceses o los chinos, pero
menos importantes. Y estamos equi-

vocados: somos partes de una misma
nación venida a menos, con los mis-
mos problemas y los mismos dramas.

Enrique A. MUSSEL

Fuero Real. Edición facsímil numera-
da de la copia de la Real Academia
de la Historia. Año de 1836. Edita
Lex Nova, Valladolid.

No vamos a realizar un comentario
del texto, aunque sí alguna alusión al
mismo, sino sencillamente dar cuenta
de esta edición facsímil que, junto
con otros textos de similar o mayor
antigüedad, está llevando a cabo la
Editorial Lex Nova, y, aunque con
cierto retraso, bien podríamos aquí
aplicar el viejo refrán «nunca es tarde
si la dicha es buena».

Constituye, creemos, un gran moti-
vo de alegría ediciones que, como la
presente, vienen a ser, en el plano bi-
bliográfico, análogas a la en restau-
ración de nuestro viejo patrimonio
artístico, recuperando un pasado que,
aún lejano, no deja de ser fundamen-
tal en nuestra historia (1), y que ve-

(1) Coincidiendo con nuestro comen-
tario tenía lugar en la Biblioteca Nacio-
nal la primera gran exposición sobre te-
soros bibliográficos españoles, figurando
en ella, entre otros, preciosas primeras
ediciones de las Partidas, el Fuero Juz-
go, el Ordenamiento de Alcalá, los Usat-
ges, todos ellos hitos en nuestra historia
del Derecho y de los que ya existen re-
producciones facsímiles, como del pri-
mero de ellos cuando fue lanzada hace
unos años por el «BOE», estando pró-
xima a salir la segunda edición; alguno
de tales textos no ha perdido vigencia,
como de las Partidas se dice en el texto
publicitario de la propia «Gaceta de Ma-
drid»: «Aún hoy es preciso acudir en
algunos casos a'las "Partidas" para co-
nocer el Derecho vigente... Los casos de
aplicación como Derecho supletorio o
fuente de interpretación son todavía fre-
cuentes...*
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nían siendo reclamadas no sólo por
los habituales coleccionistas de rare-
zas librescas, sino por todos los estu-
diosos de nuestro Derecho, los cuales
han respondido al profundo movi-
miento renovador e historicista que
en todas las ramas de nuestro Dere-
cho se ha venido produciendo en es-
tos últimos años (del que el Derecho
Administrativo ha dado buena mues-
tra).

Por su parte, la lectura hoy día de
este texto no deja de ser ilustrativo
tanto sobre la situación jurídica de
su momento como de los cambios
producidos con posterioridad, pero
sobre todo es interesante, aparte de
su empleo de un lenguaje cuya pre-
cisión y síntesis aún actualmente nos
causan admiración (recordemos la
máxima de Alfonso X el Sabio, en
las Partidas, de que el legislador de-
be hablar poco y bien), el reconoci-
miento de unos principios, a manera
de apotegmas, que en sí mismos con-
centraban toda la filosofía; en tales
principios destacamos el de recono-
cimiento de la falta por una pena en
base no a la igualdad o proporciona-
lidad, sino a la de restaurar el mundo
antes del quebranto o daño produci-
do; el loco en la culpa, sea cuerdo
por la pena, proclama con la perfec-
ta concisión aludida el Fuero en sus
primeras líneas; otro es el principio
de la jerarquía social, tan identifica-
do con la estructura medieval, y que
Max WEBER, en una cita por nosotros
reiterada, calificaba como un cosmos
de privilegios, donde cada rol deriva-
ba de aquéllos, jerarquía encabezada
por el Rey, al que se referían las ma-
yores penas para su defensa por la
obligación impuesta a todos sus va-
sallos de «.... guardar e de condición
la vida e la salut del rey... e de acres-
centar... su onra e su señorío...» (2).

La «corte terrenal» es semejante a la
«corte en el cielo», «e preso el Rey
en su logar, cabeza e contentamiento
de todo el pueblo...». De ahí que los
primeros títulos sean el fundamento
de todo el corpus legis, de la Santa
Trinidad, de la guarda del Rey y de
los que no obedecen.

Aparte, la extensión del contenido
es total, pues los aspectos civiles,
mercantiles, procesales, quedan con-
centrados y regulados, siendo esta
«universalidad», por su brevedad, lo
que hoy nos llama la atención com-
parativamente ante la avalancha ju-
rídica que a cualquiera se nos cae
encima, en cualquiera de los campos
de las relaciones sociales. Aunque la
gravedad de las penas resalta por do-
quier, la lectura del texto nos ofrece
con toda nitidez el marco jurídico-
político en todas sus vertientes, a ma-
nera de un microcosmos casi estable
y relativamente idílico, como esos
cuadros plenos de ingenuidad religio-
sa en donde predomina la imagen
beatífica y la adoración regia.

La edición facsimilar está hecha
sobre la copia del Códice de El Es-
corial, con otros varios Códices de di-
ferentes archivos, por la Real Acade-
mia de la Historia. Aunque la simple
transcripción de estas referencias re-
vela la multiplicidad de las versiones
existentes del texto reproducido, con
el inconveniente subrayado de falta
de identidad de la primera de todas
las ediciones habidas sobre el particu-
lar (3), lo cierto es que con la pre-

(2) Cualquier ataque contra el Rey,
bajo formas de levantamiento, algarada,
rebelión o traición, significaba que el au-
tor «muera por ello e non sea dejado
vevir».

(3) La reciente exposición «Tesoros
Bibliográficos de España», en la Biblio-
teca Nacional (junio-julio 1986), ha dado
a conocer al gran público muchos de
los textos de nuestro legado histórico-
jurídico en unas ediciones tan bellas co-
mo exactas, que han permanecido celo-
samente guardadas en instituciones pú-
blicas, como la misma Biblioteca Nacio-
nal, sin que hayan sido empleadas para
su reproducción facsimilar en toda su
brillantez y colorido, acaso porque algu-
nas de ellas se incluyen dentro del Pa-
trimonio Nacional. Entre algunas de las
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senté, al margen de la observación
anterior, se corrige la práctica ausen-
cia que en el contenido del libro ha-
bía sobre ediciones de estas caracte-
rísticas, por conservarse con ellas to-
do el valor intrínseco, con las carac-
terísticas externas de composición,
grabados, notas y demás que tanto
singularizan la visión técnica y gráfi-
ca de las artes de composición edi-
torial de una etapa histórica; si a
esto añadimos la importancia que un
texto jurídico como éste tiene para
nuestra historia, el resultado no pue-
de ser más laudable, superando así
las ediciones como la decimonónica
de los Viejos Códigos Españoles de
la ya desaparecida Editorial Alcubi-
lla (4), cuyo prólogo, creemos, sigue
conservando cierto valor profetice
sobre todo en la parte que transcri-
bimos como botón: «así, prescindien-
do del valor jurídico que hoy tienen
y tendrán para largo muchas de las
leyes en aquéllos [los antiguos Códi-
gos] contenidas, hay que considerar
en todo caso que cuanto más decre-
ce el vigor de los Códigos de la an-
tigüedad, más y más se irá agrandan-
do su importancia histórica... y con
las leyes es donde mejor se estudia
nuestra antigua grandeza...».

V. R. VÁZQUEZ DE PRADA

más bellas ediciones expuestas figuran
las Partidas, con grabados en color, de
la propia Biblioteca Nacional; el Orde-
namiento de Alcalá, el Fuero Juzgo, los
Usatges, en ediciones, insistimos, hasta
ahora no divulgadas en forma facsímil
análoga a la que comentamos.

(4) Códigos Antiguos de España. Co-
lección completa de todos los Códigos
de España, desde el Fuero Juzgo hasta
la Novísima Recopilación, con un glosa-
rio de las principales voces anticuadas,
notas, índices parciales y un repertorio
general alfabético de materias, publica-
da por don Marcelo Martínez Alcubilla.
Madrid, 1885 (asi reza el texto completo
de la primera página de esta edición en
dos volúmenes).

GONZÁLEZ-COSÍO, Arturo: El juicio de
amparo («Prólogo» de León CORTI-
ÑAS-PELÁEZ), 2.J ed. actualizada, Edi-
torial Porrúa, S. A., México, 1985,
305 págs.

La obra en cuestión es, indudable-
mente, un trabajo pensado y diseña-
do para servir de apoyo en la labor
didáctica. Por el estilo preciso, el ma-
nejo fluido de los conceptos y la sol-
vencia académica de su perspectiva,
el libro cumple con creces su objetivo
fundamental, y seguramente, como
lo afirma León CORTIÑAS-PELÁEZ en el
«Prólogo», está destinado a convertir-
se «en el Manual de Amparo Mexica-
no por excelencia».

El juicio de amparo es la segunda
edición, revisada y actualizada, de la
tesis que su autor presentó a la Uni-
versidad de Colonia para obtener el
doctorado de Estado (Doktor juris).
La formación germánica de Arturo
GONZÁLEZ-COSÍO se encuentra sabia-
mente acrisolada con la tradición ju-
rídica mexicana, y en especial con
las enseñanzas del inolvidable jurista
Mario de la Cueva.

El mérito mayor de El juicio de
amparo es el haber podido conjugar
con naturalidad la erudición y la sen-
cillez de la exposición; porque si bien
su destino final es la enseñanza, en
la obra no hay sacrificio de la pro-
fundidad. El amparo es situado en su
justa dimensión histórica, de tal mo-
do que el origen de la institución
reaparece en la obra como una luz
importante para esclarecer su senti-
do. Además de subrayar el carácter
que este instituto jurídico tiene como
sistema de control constitucional, el
autor atiende a los efectos concretos
y personales que la fórmula de Otero
imprimió al amparo mexicano.

Como testimonio de su honestidad
intelectual, Arturo GONZÁLEZ-COSÍO
destaca la importancia de las fuentes
angloamericanas en la conformación
del amparo, evitando con ello la se-
ducción fácil del «chauvinismo», que
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ha sido tan frecuente en el tratamien-
to de esta institución jurídica, a la
que se le ha presentado falsamente
como una creación de origen neta-
mente nacional.

La obra que se reseña, además de
su bien fundada parte histórica, de-
dica un capítulo al tema del control
constitucional, el cual sirve de sopor-
te doctrinal al análisis de los aspec-
tos propiamente procesales del ampa-
ro. En esta parte, el autor fija con
precisión y pertinencia el marco cons-
titucional que proporciona sentido al
juicio de amparo. En este aspecto,
Arturo GONZÁLEZ-COSÍO define con cla-
ridad su pertenencia a la tradición
jurídica romano - franco - germánica,
pues, como lo apunta el prologuista,
«rechaza sumaria pero categórica-
mente los peligros de una tecnocracia
judicial», y consigue matizar las raí-
ces anglosajonas del instituto con los
principios y con el modo de ser de
•la tradición jurídica a la que el orden
normativo mexicano se debe.

El juicio de amparo cuenta con un
aparato crítico abundante; bien selec-
cionado y de naturaleza estrictamen-
te funcional, que refleja la solidez de
su planteamiento y revela que, en
realidad, el libro es solamente una sín-
tesis de investigaciones mucho más
amplias del autor sobre el tema. En
este mismo sentido, la bibliografía
que la obra ostenta al final prueba
la riqueza teórica de su enfoque y se
convierte en un valioso auxiliar para
quien se inicia en el estudio del am-
paro, dado que la misma entraña un
cuidadoso criterio selectivo.

En suma, puede afirmarse que en
esta ocasión la reseña bibliográfica
ha resultado un ejercicio de matices
agradables, porque la obra en comen-
tario reúne aciertos indubitables y se
tiene la certeza de que se trata de
un producto útil para la enseñanza
y, en general, para el medio jurídico
mexicano. Comentario especial mere-
ce el «Prólogo», porque, como en po-
cas ocasiones, su autor consigue dar

una referencia profunda de la obra
y una perspectiva personal adecuada
del tratadista. Con el deseo de que el
libro reseñado alcance las mejores
condiciones para la difusión, damos
por terminadas estas breves líneas.

Rafael PÉREZ MIRANDA

GONZÁLEZ PÉREZ, Jesús: Régimen jurí-
dico de la Administración Local,
Publicaciones Abella/El Consultor
de los Ayuntamientos y de los Juz-
gados, Madrid, 1985, 867 págs.

El impacto de la Constitución so-
bre las Administraciones Públicas es-
pañolas ha sido tan intenso que ha
obligado al legislador a una tarea de
profunda revisión de la normativa an-
terior, con el fin de adaptarla al texto
constitucional. Entre las nuevas leyes
que, en estos últimos años, han ido
viendo la luz en las páginas del «Bo-
letín Oficial del Estado» destaca la
Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora
de las bases del Régimen Local, que
se ha convertido, al amparo de lo es-
tablecido en el artículo 149, 1, 18.J,
en legislación básica del Estado con
arreglo a la doctrina sentada por el
Tribunal Constitucional sobre esta
clase de leyes.

La Ley 7/85, en cuanto reguladora
de un sector tan importante como
es la Administración Local, ha em-
pezado a atraer, como no podía ser
menos, la atención de los estudiosos
no sólo porque estamos ante una ley
reciente, sino también, y sobre todo,
porque presenta perfiles y caracteres
innovadores que es preciso conocer,
valorar y discernir desde perspectivas
críticas. Entre las publicaciones has-
ta ahora aparecidas, el libro del pro-
fesor GONZÁLEZ PÉREZ hay que situar-
lo en los puestos de cabeza, ya que
se trata de una aportación doctrinal
bien estructurada, concebida con am-
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plitud de miras y que comprende la
exposición de todas aquellas mate-
rias que cabe cobijar bajo el rótulo
genérico y global de «régimen jurídi-
co» con referencia a la Administra-
ción Local.

La simple lectura del índice es bien
indicativa de que el autor ha aborda-
do todos los temas capitales que, des-
de el punto de vista legal, confluyen
en lo que debe entenderse por «régi-
men jurídico de la Administración Lo-
cal», una vez publicada y puesta en
vigor la Ley 7/85. La Introducción,
como el propio nombre indica, está
dedicada al desarrollo de las relacio-
nes Derecho-Administración Local,
con una especial atención al Derecho
propio de las entidades locales que
cristaliza en las manifestaciones di-
versas que, entre nosotros, tiene la
potestad reglamentaria local, así co-
mo a las conexiones existentes entre
la Justicia y la Administración Local
en cuanto ésta actúa ante la jurisdic-
ción ordinaria o ante las jurisdiccio-
nes contable y constitucional. El Tí-
tulo Primero, sobre «Los conflictos
de competencia», se adentra por un
ámbito no siempre claro de las nor-
mas reguladoras de los mismos, par-
tiendo de una distinción tan elemen-
tal como la que se da entre conflictos
planteados por una entidad local con
órganos no administrativos y conflic-
tos con órganos administrativos, bien
sean de otra entidad pública, bien de
la misma entidad local. El Título Se-
gundo, «Autotutela declarativa», se
detiene en el contenido y alcance de
tres aspectos como son: primero, la
autodefensa declarativa que se explí-
cita «en actos jurídicos, en verdade-
ras declaraciones de voluntad, que
definen las situaciones jurídicas en
que es parte.la Administración Públi-
ca», que se producen a través de un
determinado procedimiento y que
causan unos efectos en cuanto esta-
mos ante una verdadera decisión ad-
ministrativa y en cuanto que ésta, lle-
gado el caso, puede llegar a ser eje-

cutada y realizada materialmente; se-
gundo, el deslinde administrativo; y
tercero, la recuperación de oficio de
los bienes en las condiciones legal-
mente establecidas. El Título Tercero,
bajo el rótulo «Revisión de los actos»,
se refiere a la actividad revisora se-
gún se realice de oficio, a instancia
de un órgano de una entidad distinta
de la que dictó el acto o por la vía
de los recursos administrativos, sien-
do la primera y tercera formas de re-
visión las que ofrecen mayor interés
tanto teórico como práctico. El Títu-
lo Cuarto, que trata de la «Ejecución
forzosa», comienza por exponer lo
que debe entenderse por dicha eje-
cución, con pormenorización de su
régimen jurídico, para a continuación
ir describiendo los procedimientos de
ejecución existentes como son el pro-
cedimiento de apremio, la ejecución
subsidiaria, la multa coercitiva, la
compulsión sobre las personas y, tam-
bién, el desahucio administrativo. El
Título Quinto, denominado «Respon-
sabilidad», engloba en los correspon-
dientes capítulos la responsabilidad
de las entidades locales, la responsa-
bilidad de los miembros de la Corpo-
ración y la responsabilidad del admi-
nistrado. Y el Título Sexto, que tiene
como tema central el «Proceso», se
orienta a diseñar el régimen aplica-
ble a los procesos en los que puede
ser parte una entidad local, como son
el proceso civil, laboral, administrati-
vo, ante el Tribunal de Cuentas y an-
te el Tribunal Constitucional.

Dentro de este esquema expositivo,
el autor sitúa según sus preferencias
sistemáticas los diversos temas que
toca, y lo hace siempre apelando a las
mejores doctrinas española y extran-
jera, conjugando cuando es preciso
las legislaciones estatal y local bajo
la superior inspiración de la Constitu-
ción, y recordando la jurisprudencia
emanada tanto del Tribunal Supremo
como del Tribunal Constitucional. Por
este camino,-GONZÁLEZ PÉREZ va des-
menuzando uno por uno los aspectos
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del régimen jurídico local, tratando
de elaborar una doctrina ordenada,
clara y sistemática de aquéllos, con
el fin de que el lector, el profesional,
el funcionario, se sitúen adecuada-
mente ante cada cuestión planteada y
sepan, en un momento dado, qué le-
gislación es aplicable y qué posicio-
nes han tomado la doctrina y la ju-
risprudencia.

Con ello, una vez más resalta el
sentido práctico que este tipo de pu-
blicaciones de El Consultor de los
Ayuntamientos/Abella tiene predomi-
nantemente. Los tres índices incorpo-
rados al final del libro ratifican lo
que acabamos de decir, puesto que,
en definitiva, de lo que se trata es
de brindar al interesado por la Ad-
ministración Local y por su proble-
mática jurídico-legal un instrumento
de estudio que le ayude a moverse
con cierta seguridad por el complejo
e intrincado mundo de las normas y
disposiciones que, hoy, disciplinan la
actuación de las entidades locales, y
que ahora presentan en ocasiones
vertientes innovadoras y distintas de
las de tiempos pasados, por lo que es
imprescindible aproximarse hasta
ellas con garantía y claridad de ideas
y conceptos.

V. M.J GONZÁLEZ-HABA GUISADO

JUNQUERA GONZÁLEZ, Juan: La función
pública en la «Europa de los Doce»,
Instituto Nacional de Administra-
ción Pública, Madrid, 1986, 271 págs.

La incorporación española a la «Eu-
ropa de los Doce» supone un aconte-
cimiento de tal magnitud y proyec-
ción, en todos los órdenes, que de-
berá producir efectos importantes en
la vida nacional. Entre ellos destaca
el que nuestra Administración se acer-
que a Europa, con todo lo que este
proceso conlleva de desafío en lo que

afecta a la reforma de nuestras es-
tructuras orgánicas, funcionariales y
burocráticas, a fin de que nuestro
aparato burocrático-administrativo no
desentone en el marco comunitario,
y ayude a cumplir las misiones que
le correspondan con relación a nues-
tra creciente presencia en la CEE.

Desde esta perspectiva, esencialmen-
te europea y comunitaria, es cómo
hay que enjuiciar el libro de JUNQUE-
RA GONZÁLEZ, conocido especialista en
materia de Función Pública y autor,
entre otras publicaciones, de La cri-
sis de las oposiciones, La burocracia
en la Europa de los Nueve y Las re-
tribuciones de los funcionarios públi-
cos (en colaboración con el autor de
estas líneas). El título del libro que
comento ahora es ya, de por sí, lo su-
ficientemente indicativo y revelador
de su contenido, puesto que se trata
de un análisis de nuestra Función
Pública tomando como punto referen-
cial la de los demás países comuni-
tarios para determinar en qué mane-
ra y hasta qué medida la burocracia
española es homologable o no con la
de dichos países.

JUNQUERA GONZÁLEZ se enfrenta, en
su trabajo, con la ardua tarea de de-
limitar y caracterizar a la Función
Pública española, comparándola con
la de los otros países de la CEE.
Y lo hace consciente de que su pro-
pósito no es sencillo, desde el mo-
mento en que tiene que moverse, co-
mo los demás investigadores en este
terreno, intentando superar dos serias
dificultades: en el orden interno, la
carencia de estadísticas fiables y ac-
tualizadas, y en el orden externo, o
internacional, para ser más exacto, la
discrepancia entre los datos disponi-
bles y la diversidad y heterogeneidad
que existen en los mismos. La supe-
ración de estas dificultades la encuen-
tra el autor apelando a las estadísti-
cas existentes entre nosotros y a las
estadísticas y cuentas elaboradas por
la CEE, todas ellas debidamente ar-
monizadas a través del llamado Sis-
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tema de Cuentas Económicas Inte-
gradas (SIC), que unifica conceptos
y homogeneíza criterios como única
vía para llegar a la formulación de
conclusiones generales y de validez
universal.

Sobre esta base que proporcionan
los datos del SIC, el libro sigue una
línea de investigación que se proyec-
ta sobre los siguientes extremos: di-
mensión o magnitud de la Función
Pública en la Europa de los Doce; de-
terminación de las funciones esencia-
les o básicas de la Administración
Pública; consideración, en el doble
aspecto humano y económico, de las
principales actividades de la Adminis-
tración, como son la Seguridad So-
cial, la Enseñanza, la Sanidad y la
Defensa Nacional; la centralización
y descentralización administrativas,
tanto en su versión histórica y doc-
trinal como real y práctica; los prin-
cipales aspectos económicos y finan-
cieros de la Función Pública, y, por
último, exposición de la dinámica de
las Administraciones Públicas en
cuanto a política salarial y de em-
pleo. Como puede apreciarse de la
simple lectura de estos epígrafes o
apartados, la tarea que ha llevado a
cabo JUNQUERA GONZÁLEZ viene a ser
como un intento de aproximación a
las Administraciones Públicas de la
CEE para identificar en ellas sus
principales rasgos, sus más recientes
tendencias, sus más acusados per-
files.

Dentro de este marco que engloba
a todos los países de la CEE, obvia-
mente la atención se centra en el ca-
so de España, ya que de lo que se
trata es de precisar cómo nuestra Ad-
ministración y Función Públicas en-
cajan dentro del conjunto comunita-
rio, y cómo, en los diversos ámbitos
objeto de la investigación, nuestra
posición es positiva o negativa, favo-
rable o desfavorable, progresiva o re-
tardataria con respecto a los otros
países europeos.

Entrando en el examen pormenori-

zado de algunos temas que me pare-
cen de mayor interés y actualidad,
destaca la cuestión, siempre discuti-
da y discutible, del número de fun-
cionarios. Arrancando de la noción
que el SIC ha elaborado sobre la Ad-
ministración Pública, de un lado, y
del funcionario, de otro, las estadís-
ticas correspondientes a 1983 indican
que en la Europa comunitaria había
cerca de 21 millones de funcionarios,
correspondiendo a España para dicho
año un total de 1.696.000, que nos co-
loca en quinto lugar, detrás de Gran
Bretaña, que figura en cabeza; Ale-
mania Federal, Francia e Italia. Si
ahora trasladamos los datos y los re-
lacionamos con la población, para el
citado año, España contaba con 44,4
funcionarios por cada 1.000 habitan-
tes, lo que nos coloca en el penúlti-
mo lugar del ranking, precediendo
tan sólo a Portugal, mientras que el
primer puesto lo ocupa Dinamarca,
que cuenta nada menos que con 149,0
funcionarios por cada 1.000 habitan-
tes, a mucha distancia, pues, del caso
español. Y si todavía damos un paso
más y correlacionamos Función Pú-
blica y población activa, para el mis-
mo año, España ocupa el décimo
puesto de la lista, ya que el porcen-
taje de funcionarios sobre la pobla-
ción activa total es del 12,39 por 100,
que es superior tan sólo al correspon-
diente a Luxemburgo y Portugal, al
tiempo que en Dinamarca, país que
se sitúa en cabeza, dicho porcentaje
se eleva al 27,89 por 100.

Estos datos, algunos sorprendentes
pero todos ellos muy significativos,
inducen a la conclusión de que, en el
conjunto europeo comunitario, Espa-
ña es un país poco burocratizado y
cuya estructura ocupacional está to-
davía poco desarrollada, en situación
similar a Irlanda y Portugal. «En to-
dos estos países —escribe el autor—
es fácil predecir un fuerte crecimien-
to burocrático en los próximos años»,
y por lo que respecta a España,
«nuestra Administración Pública cre-
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cera de forma acelerada e inexorable
durante los próximos lustros, hasta
alcanzar, en torno al quinquenio 2005-
2010, la cifra de tres millones de fun-
cionarios». Una profecía administra-
tiva que a más de uno dará que pen-
sar, pero que, contemplando la rea-
lidad social y los cambios a que está
y estará sometida en el futuro, puede
ser asumida sin incurrir en ligereza o
temeridad.

También estimo como muy intere-
santes las aportaciones de JUNQUERA
GONZÁLEZ relativas a la delimitación
de las funciones básicas o esenciales
de toda Administración Pública, co-
mo son las de soberanía o poder, las
económicas y las sociales. El contex-
to en que nos movemos demuestra,
con rotundidad, que hoy predominan
notoriamente las llamadas funciones
sociales (educación, sanidad, seguri-
dad social, vivienda, urbanismo), has-
ta el extremo de que, con datos en la
mano, se demuestra que «las Admi-
nistraciones Públicas europeas son,
esencialmente, organizaciones presta-
doras de servicios de carácter social».
Por ello, no hay que sorprenderse de
que los efectivos funciohariales ads-
critos a estas funciones sean los de
mayor volumen en todos los países
comunitarios (entre un 55 y un 67 por
100 del total), y que los gastos públi-
cos canalizados hacia este tipo de ac-
tividades sean también los más cuan-
tiosos (entre un 60,4 y un 73,7 por
100 del total), de manera muy desta-
cada los que se destinan a financiar
ese gigantesco dispositivo generador
de prestaciones que, en todos los paí-
ses, es la Seguridad Social. Dentro
de estas coordenadas expositivas, la
situación de España no destaca ni en
un sentido ni en otro, pero las pecu-
liaridades vuelven a surgir cuando se
trata de relacionar los gastos públi-
cos con el Producto Interior Bruto
(PIB), en cuyo caso pasamos al últi-
mo lugar, pues nuestro porcentaje de
gastos sobre el PIB, para 1980, es del
38,0 por 100, que es claramente infe-

rior al de Bélgica, primer país, con
un 59,8 por 100. Como apostilla el au-
tor, la cifra correspondiente a Espa-
ña, aun siendo la menor de todas las
expuestas, «no deja de ser importan-
te, aunque comparada con las prime-
ras resulte discreta».

Conectado con lo expuesto en el
párrafo anterior, aparece el estudio
más detallado de algunas de las prin-
cipales actividades de las grandes Ad-
ministraciones modernas. En cuanto
a la Seguridad Social, JUNQUERA GON-
ZÁLEZ le atribuye tres características,
como son: que emplea pocos funcio-
narios, maneja grandes recursos eco-
nómicos y su implantación y funcio-
namiento se relacionan directamente
con el nivel de desarrollo económico
de cada país. Por lo que toca a la
enseñanza, sobresale el gran volumen
de efectivos a su servicio en la CEE,
y que hace hablar al autor del «for-
midable despliegue de los ejércitos
docentes», que, por ejemplo, en Fran-
cia e Italia casi llegan al millón de
personas y, en cuánto a España, se
acerca a la cifra de 325.000 profeso-
res; y si pasamos a la vertiente de
los gastos en educación, son, sin lugar
a dudas, «uno de los capítulos más
destacables del gasto público», y en
ellos la situación española es especial-
mente desfavorable, hasta el punto
de que «en el área de la educación,
la situación comparativa de España
es, sin paliativos, la más adversa de
todas». Si nos referimos ahora a la
sanidad, a diferencia de lo que suce-
de con la educación, la inferioridad
española desaparece, puesto que se
advierte que «las diferencias con la
Europa comunitaria se reducen, en
este caso, de forma ostensible o muy
apreciable». Y, por último, en lo que
concierne a la defensa nacional, Es-
paña figura como uno de los países
con mayor número de efectivos mili-
tares, con un grado, por tanto, de
militarización elevada, mientras que,
por el contrario, como contraposición
notable y a subrayar, nuestros gastos
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de defensa per capita se colocan en
el nivel más bajo.

Junto a estos temas, que me pare-
cen los de mayor relieve y novedad
del libro, el autor ha colocado otros,
como son: los relativos a la centrali-
zación y descentralización adminis-
trativas en la CEE, a las retribucio-
nes de los funcionarios públicos y a
la dinámica o desarrollo de las Ad-
ministraciones Públicas. En mi opi-
nión, hay que destacar, por lo que
concierne a España, el elevado grado
de centralización de nuestra Adminis-
tración, que determina que las Cor-
poraciones Locales tengan muy esca-
so peso específico tanto en lo que
suponen los efectivos funcionariales
que ocupan como en lo que represen-
tan los gastos que llevan a cabo. Sólo
el 18 por 100 de los funcionarios es-
pañoles pertenecían, en 1982, a la Ad-
ministración Local, mientras que, por
ejemplo, en Dinamarca dicho porcen-
taje corresponde a los funcionarios
de la Administración Central. Y, tam-
bién, en cuanto a los gastos, la cen-
tralización económica es bien conclu-
yeme entre nosotros, pues en 1980 el
85,50 por 100 de los gastos eran rea-
lizados por la Administración Central
y el 14,50 por 100 por la Administra-
ción Local. Y en el tema, siempre
polémico, de las retribuciones de los
funcionarios, de los tres grupos que
el autor hace, distinguiendo entre fun-
cionarios o burócratas «privilegia-
dos», «acomodados» y «modestos» o
«menesterosos», los españoles somos
incluidos en el tercero, junto con los
de Dinamarca, Gran Bretaña y Portu-
gal; y si se establecen comparaciones
entre las retribuciones del sector pú-
blico y del sector privado, la conclu-
sión no puede ser más expeditiva, ya
que «en nuestro país no constituye,
pues, novedad alguna que los funcio-
narios públicos perciban sueldos no-
toriamente inferiores a los existentes
en el ámbito privado», porque, «por
desgracia, se trata de una vieja y
arraigada costumbre».

Esbozado, en sus principales temas,
el libro de JUNQUERA GONZÁLEZ, es ho-
ra de afirmar que estamos ante un
trabajo valioso, actual y riguroso que
abre perspectivas nuevas a la inves-
tigación de nuestra Función Pública,
desde siempre saturada de estudios
formalistas y jurídicos; y carente, por
lo mismo, de enfoques sociológicos,
políticos, económicos; en definitiva,
de naturaleza más empírica y que ayu-
den a una contemplación global de
la burocracia española, tomando co-
mo base datos, números y estadísti-
cas que centren la exposición de los
problemas en sus justos términos y
los dimensionen en su verdadera rea-
lidad.

La Función Pública española, en el
momento actual, está necesitada de
una tarea investigadora profunda que
contribuya a descubrir y divulgar sus
rasgos más acusados, y que saque a
la superficie una serie de cuestiones
que requieren ser conocidas y valo-
radas, como vía previa para que se
abra paso una racional política de
personal. Hasta ahora, debe recono-
cerse que los efectivos integrantes de
nuestra Función Pública han sido
gestionados, que no dirigidos, de ma-
nera un tanto ciega y oportunista, al
carecerse de datos sobre variables
que resultan esenciales para diseñai
una política de personal en armonía
con la trascendencia del sector pú-
blico en nuestro país. Hora es, pues,
de que se impulsen cada día más las
investigaciones sobre la burocracia
como premisa indispensable para lle-
gar a su mejor conocimiento, y para
que sea abordada desde vertientes
nuevas que superen la meramente ju-
rídica y permitan una estimación múl-
tiple y completa de sus más arraiga-
dos vicios y problemas.

En este sentido, el libro que en es-
tas páginas he comentado de JUNQUE-
RA GONZÁLEZ se me antoja pionero y
ejemplificador de por dónde y hacia
dónde deben dirigirse los esfuerzos
de los especialistas en Función Públi-
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ca, entendida en su sentido más am-
plio; es decir, no como mera yuxta-
posición de preceptos reguladores de
su régimen jurídico, sino como con-
junto de individuos que, además de
las normas aplicables a su status pro-
fesional, presentan rasgos diferencia-
dores en lo económico, lo laboral, lo
cultural, lo social, lo político, etc., que
se hace preciso identificar y compren-
der desde las más exigentes perspec-
tivas científicas y técnicas. El autor
del libro cuyas páginas han motivado
estas reflexiones ha empezado a rotu-
rar un terreno tan sugestivo como
actual como es el de la Función Pú-
blica en el seno de la CEE; sin em-
bargo, su trabajo encuentra las lógi-
cas limitaciones y procura tan sólo
abrir brecha haci% nuevas fronteras
en la investigación. En un país como
el nuestro, donde las estadísticas son
tan pobres y donde lo jurídico prima
sobre lo empírico, hay que saludar
con optimismo cualquier iniciativa
probadamente solvente que venga a
inaugurar horizontes más dilatados
en el conocimiento de la Función Pú-
blica; por ello, en este sentido, sean
bienvenidos cuantos libros que, como
el de JUNQUERA GONZÁLEZ, contribuyan
a paliar el déficit alarmante de infor-
mación que padecemos respecto a al-
go tan presente en la vida española
como son sus funcionarios.

V. M.a GONZÁLEZ-HABA GUISADO

MARTÍN-RETORTILLO BAOUER, Sebastián:
La defensa en Derecho del Estado,
Ed. Cívitas, Madrid, 1986, 336 págs.

Constituye este libro una aporta-
ción interesantísima al estudio con-
creto de la Administración Pública es-
pañola, tan necesitada de este tipo
de estudios y en la que sectores fun-
damentales de la misma resultan
prácticamente desconocidos en sus di-

mensiones auténticas. Esto ocurría
con algo tan decisivo para el Estado
de Derecho y para una Administra-
ción sujeta al ordenamiento jurídico
como era el asesoramiento y defensa
en juicio de la Administración Pú-
blica.

Estudiar con la debida objetividad
y rigor esta dimensión y (os elemen-
tos funcionariales que la han servido
es lo que ha constituido el empeño
del autor, que con una extraordina-
ria documentación realiza en este li-
bro lo que él mismo denomina una
«aproximación a la historia del Cuer-
po de Abogados del Estado», aproxi-
mación que se convierte en una ex
célente reflexión sobre la historia de
este Cuerpo y de varios hitos funda-
mentales de la historia de nuestra
Administración.

Desde esta perspectiva, la relación
entre ambas historias, se orienta el
libro de Sebastián MARTÍN-RETORTILLO,
realizado con el rigor y la maestría
a las que nos tiene acostumbrados,
elaborado con ocasión de la celebra-
ción del Centenario del Cuerpo de
Abogados del Estado.

El título del libro, especialmente
afortunado, da idea de la inspiración
esencia] que preside la historia de
este Cuerpo: la profesionalidad jurí-
dica y la absoluta lealtad a la Admi-
nistración en el desempeño de esta
profesión.

El capítulo I de la obra concierne
a la creación de la Dirección General
de lo Contencioso y el Cuerpo de
Oficiales Letrados de la Hacienda Pú-
blica, y se refiere al período 1849-1881.

Se destaca en este capítulo algo
muy significativo: el marco político,
de significación moderada, en el que
Bravo Murillo crea la Dirección Ge-
neral de lo Contencioso, marco en
que destaca el ideal de estabilidad
política y respeto a la legalidad, den-
tro de una más amplia reforma de
la Administración, «con la finalidad
principal de defender a un Estado
judicialmente inerme». Así se exami-
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na, con toda precisión, el Real Decre-
to de 28 de diciembre de 1849, que
pretende establecer una cierta unidad
de criterio frente a la situación exis-
tente, «dispar, caótica y carente de
unidad». Aparece, ya desde ese mo-
mento, la situación Ministerio Fiscal
versus Dirección General de lo Con-
tencioso.

En el pensamiento de Bravo Muri-
Uo aparece también el deseo de coor-
dinar el asesoramiento en Derecho de
la Administración, proyectado a la
defensa en juicio de sus intereses.
Aparecen, pues, las dos funciones de
la Dirección General, la consultiva y
la contenciosa, en un esquema cen-
tralizado, con unidad de acción, esto
es, la Dirección General como Centro
directivo. Y se destaca también la
necesidad de la mayor cualificación
profesional y técnica de los funcio-
narios encargados de estos servicios.

La Dirección General así creada in-
mediatamente se consolida, con la fi-
nalidad consultiva indicada y con la
contenciosa de dirigir la defensa de
los intereses de la Hacienda Pública
(que está encomendada, sobre todo,
al Ministerio Fiscal).

Tras esta inicial consolidación, es-
tudia el autor los sucesivos avatares
que inmediatamente sufre la Direc-
ción General, con la creación de la
Asesoría General del Ministerio de
Hacienda —de funciones prácticamen-
te idénticas—, su papel fundamental
en la Desamortización, la creación
de la oficina de Letrados en las Ad-
ministraciones de la Hacienda Públi-
ca, con funciones que progresivamen-
te se amplían, y cómo en todo ello
se va apoyando el intento de profe-
sionalizar y juridizar la Administra-
ción, lo que se consolida en los pri-
meros años de la Restauración.

El capítulo I finaliza con referen-
cia a la construcción del sistema ju-
rídico-administrativo, donde el autor,
con toda lucidez, sitúa la aparición
de técnicas institucionales en rela-
ción con las exigencias de garantizar

la defensa del Estado, enunciadas en
los textos que regulan la Dirección
General de lo Contencioso y el Cuer-
po de Oficiales Letrados (papel de la
Hacienda, vía administrativa previa,
ejecutividad de los actos, etc.).

El capítulo II se refiere a la crea-
ción del Cuerpo de Abogados del Es-
tado, estudiando el período 1881-1900,
esta vez en un marco político liberal,
mediante el Real Decreto de 10 de
marzo de 1881, obra de Juan Francis-
co Camacho, que constituye uno de
los hitos de la reorganización que
acomete, dominado por una preocu-
pación de tecnicidad y profesionali-
dad de la Administración. Razones
precisamente de especialidad técnica
son las que justifican la creación del
Cuerpo, en unas tnaterias para las
que la preparación del Ministerio Fis-
cal no resultaba la más adecuada.
Igualmente se restablece la Dirección
General de lo Contencioso del Esta-
do, con sus competencias consultivas
y contenciosas; los Abogados del Es-
tado, por su parte, asumen también
importantes funciones en relación
con el Impuesto de derechos reales
y transmisiones de bienes, a partir
de la Ley de 31 de diciembre de 1881
y Real Decreto de la misma fecha.
Desde el primer momento, destaca
el autor, se trata de establecer, den-
tro de la continuidad de funciones,
una nueva forma de actuar, con re-
gulación detallada de las actuaciones
de los Abogados del Estado, «dentro
de un esquema de marcado carácter
jerárquico». Así aparece la primera
Compilación de las disposiciones vi-
gentes, aprobada por Real Orden de
16 de abril de 1881. Y todo ello cul-
mina con el Real Decreto de 16 de
marzo de 1886, que atribuye a los
Abogados del Estado la representa-
ción y defensa del Estado, con carác-
ter exclusivo.

Esta última y principalísima fun-
ción tuvo, sin embargo, modificacio-
nes muy importantes hasta su conso-
lidación definitiva. Especialmente es-
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tudia el autor el debate parlamenta-
rio de la Ley de la Jurisdicción Con-
tencioso-Administrativa de 1888, en
el capítulo III de la obra, en el que
la concepción de la defensa del Esta-
do viene unida a lo sustentado sobre
la propia jurisdicción que se regula;
en definitiva, supone una consolida-
ción de las funciones de los Aboga-
dos del Estado, dentro de ciertos lí-
mites. Por su parte, el capítulo IV
aborda las funciones de los Abogados
del Estado en la crisis de la Restau-
ración (1900-1923), especialmente en
la Administración económica (cuyas
excesivas reorganizaciones critica el
autor). En la función contenciosa se
regula el status del Estado ante la
jurisdicción ordinaria, y todo ello
cristaliza en una norma con rango de
ley: el Real Decreto-ley de 12 de ene-
ro de 1915. El crecimiento de estas
funciones, como respuesta a necesida-
des concretas y cada vez mayores de
la Administración, es la nota domi-
nante en los años posteriores hasta
el Reglamento orgánico de 1943. A ello
destina el autor el capítulo V, donde
se destaca el papel de la Abogacía
del Estado en el Estatuto provincial,
en los Tribunales económico-adminis-
trativos y en materia fiscal, con in-
clusión del contrabando. En este mar-
co se produce el Estatuto de 21 de
enero de 1925, de acentuado carácter
recopilador. En todo ello introduce
pocas modificaciones la II República,
en lo que aún se asumen nuevos co-
metidos; por fin, tras la guerra civil,
se promulga el Reglamento orgánico
de 27 de julio de 1943, que con mucho
detalle regula la Dirección General de
lo Contencioso y los deberes y atri-
buciones de los Abogados del Estado,
que siguen teniendo hoy un significa-
do trascendental, incluso en el orden
j urídico-administrativo.

Los capítulos siguientes de la obra
contienen una vigorosa y precisa des-
cripción, desde una perspectiva al
mismo tiempo rigurosa y original, de
las funciones actuales de los Aboga-

dos del Estado y de los ámbitos ju-
rídico-administrativos donde tales
funciones se prestan.

El capítulo VI estudia con detalle
las funciones del Abogado del Esta-
do ante la jurisdicción contencioso-
administrativa, donde las normas pro-
cesales determinan directamente el
status procesal de la Administración
y las funciones de los Abogados del
Estado, con especial referencia a la
vigente Ley de 1956, donde se conso-
lida la posición del Abogado del Es-
tado como abogado de parte, lo que,
en principio, le merece al autor un
juicio favorable, como las soluciones
del resto de la Ley. El capítulo VII
analiza las funciones de los Abogados
del Estado desde el Reglamento orgá-
nico hasta el régimen constitucional,
destacando la constante ampliación
de los cometidos de los Abogados del
Estado, como consecuencia de la am-
pliación de la organización y la acti-
vidad de la Administración. Hay una
especial referencia al tema de las fun-
ciones consultivas, a la luz de la idea
anterior, así como a la contratación
administrativa, el Patrimonio del Es-
tado y la Ley General Presupuestaria,
cuyas normas reiteran y recogen am-
pliamente las funciones de los Abo-
gados del Estado en estos ámbitos
administrativos tan relevantes para
la Administración.

Por fin, el último capítulo de la
obra se refiere a los Abogados del
Estado a raíz de la Constitución de
1978. Aquí el autor insiste en los cam-
bios producidos como consecuencia
de la reorganización de la Adminis-
tración, consecuencia de la Constitu-
ción, aunque se mantienen las funcio-
nes de los Abogados del Estado y,
además, aparecen otras nuevas de sin-
gular importancia.

Entre ellas destaca el nuevo senti-
do de los «Gobiernos provinciales», la
ordenación del Servicio de lo Conten-
cioso en el extranjero, replanteamien-
to de las funciones fiscales, con ma-
yor elevancia de las consultivas, y,
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sobre todo, las funciones de los Abo-
gados del Estado en relación con los
distintos órganos constitucionales.

Examina aquí especialmente el au-
tor la intervención del Abogado del
Estado en los distintos procedimien-
tos ante el Tribunal Constitucional,
que es amplísima y fundamental, des-
tacando su intervención, en la prác-
tica, como único defensor de las leyes
del Estado en los recursos de incons-
titucionalidad, con lo que se convierte
en defensor de las Cortes Generales.

Precisamente esta especialísima fun-
ción, junto con las que le correspon-
den en defensa del Consejo General
del Poder Judicial y en el Tribunal de
Cuentas, son las que llevan al autor
a formular sus conclusiones finales:
cómo son conceptos inseparables Es-
tado de Derecho y Abogado del Esta-
do, cómo la profundización en las
exigencias del Estado de Derecho ha
comportado el aumento de las funcio-
nes de los Abogados del Estado, y
cómo actualmente se les encomienda
la defensa del Estado, en su totali-
dad, con inclusión de los órganos
constitucionales y de las Comunida-
des Autónomas.

J. L. FUERTES SUÁREZ

OBRA COLECTIVA: A propósito de los
derechos fundamentales y los vicios
del procedimiento (Einführung in
das óffentliche Recht), tomo 2° de
la obra Einführung in das Recht,
editada por Dieter GRIMM (vols. I
y II), K. TIEDMANN, C. ROXIN y
G. ARZT (vol. III), G. OTTE (vol. IV)
y M. LOWISCH (vol. V). Editorial
C. F. Müller, 1985.

El profesor Dieter GRIMM, titular
de Cátedra de Derecho Público en
la Universidad de Bielefeld desde
1979, a quien tuve la satisfacción de
conocer con ocasión de una estancia

en esa ciudad para realizar bajo su
dirección un trabajo de investigación,
ha asumido, como editor una vez más,
la tarea de dirigir unos Estudios de
introducción al Derecho.

La obra a la que presta su coope-
ración Dieter GRIMM se compone de
cinco volúmenes titulados genérica-
mente Einführung in das Recht, de
los cuales Dieter GRIMM edita y diri-
ge científicamente los dos primeros.

El primero de éstos, que conserva
el título que da nombre a toda la
obra, se dedica al estudio de los te-
mas fundamentales, función, método
y efectos del Derecho. De entre los
capítulos que lo componen, GRIMM ha
elaborado los relativos a Formas de
producción del Derecho y Derecho y
Poder.

El segundo volumen, que se aden-
tra ya en el Derecho Público, parte
de las coordenadas Constitución y
Administración y, en forma metodoló-
gicamente impecable, analiza la fun-
ción de aquélla, los derechos funda-
mentales, los principios que confor-
man la Administración interventora,
las instituciones públicas, la planifi-
cación y la gestión administrativa,
con especial dedicación a la ordena-
ción del territorio y de la edificación,
así como la protección jurídica con-
tra los actos del Estado.

El tercer volumen introduce en el
Derecho Penal; el cuarto, en las rela-
ciones jurídico-privadas, y el quinto,
en la economía y el trabajo.

Tal vez resulte aventurado emitir
una opinión sobre una obra de tal en-
vergadura cuando todavía no han apa-
recido más que sus tres primeros vo-
lúmenes. De la impresión que éstos
producen cabe deducir la del resto
de ella, aun cuando sea insuficiente
para juzgarla quizá en su profundi-
dad. Vayamos por partes.

En primer lugar, hemos de manifes-
tar que se trata de una colección que
intenta ofrecer una visión clara, con-
cisa, seria y profunda del Derecho en
su vertiente relación Estado-ciudada^
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no. Su origen se contrae en facilitar
un texto adecuado y preciso a quie-
nes siguen los cursos del Funkkolleg
a través de las oportunas retransmi-
siones. No por ello, sin embargo, se
ha dejado a la superficialidad el tra-
tamiento de los temas, ni se han omi-
tido cuestiones que podrían juzgarse
incluso como accesorias. Antes al con-
trario, el resultado total arroja un ba-
lance del que pocos temas del con-
trovertido Derecho de nuestros días
quedan excluidos.

La edición de obras colectivas es
una tradición profundamente enraiza-
da en el mundo científico alemán, y
especialmente en el del Derecho; en-
tre sus ventajas se cuenta la de po-
der englobar en un mismo volumen
estudios y experiencias diversas so-
bre temas variados, contemplados
también desde diversos puntos de vis-
ta. Si a ello se añade la dirección
científica que coordina el sentido de
la investigación, canalizándolo por
los cauces propuestos, su rigor cientí-
fico está asegurado y, posiblemente
también, su éxito editorial.

Centrémonos en el segundo de los
volúmenes, dedicado a la Constitu-
ción y a la Administración, y concre-
tamente en el análisis de los derechos
fundamentales que Dieter GRIMM ela-
bora. El prisma desde el que se con-
templan éstos, su génesis y evolución
de meros derechos reaccionales a
principios objetivos informadores del
orden social, y su papel en el orde-
namiento jurídico actual, son válidos
para ser aplicados también en nues-
tro sistema de Derecho Público. De-
tengámonos unos momentos en ello,
pues nos llama la atención la dimen-
sión constitucional del procedimiento
administrativo, que resalta su autor
en las últimas líneas de su colabora-
ción, y la trascendencia de aquél fren-
te a una posible lesión de derechos
fundamentales.

De las numerosas, e importantes a
la vez, significaciones que se han atri-
buido a los derechos fundamentales,

posiblemente la más reciente sea la
que los describe como función de ga-
rantía del procedimiento; tal garantía
no debe, sin embargo, interpretarse
exclusivamente como garantía de ac-
ceso a la protección jurídica, o al
juez o autoridad predeterminado por
la ley. Más allá de ello, se trata de
una derivación interpretativa de de-
terminados principios procedimenta-
les en los derechos y libertades fun-
damentales de forma que no sirvan
éstos simplemente de límite frente a
cualquier intervención del Estado en
la salud, profesión, propiedad, etc.,
sino que extienden su protección fren-
te a todo procedimiento del que pue-
da derivarse una hipotética lesión a
aquéllos.

Según su autor comenta, en el tra-
bajo publicado en la «Neue Zeitsch-
rift für Verwaltungsrecht» (núm. 12,
diciembre 1985), titulado Vicios del
procedimiento como lesión de dere-
chos fundamentales (Verfahrensfeh-
ler ais Grundrechtsverstósse), la pro-
tección de éstos se exterioriza, en
primer lugar, en una configuración
del procedimiento dirigida a los de-
rechos y libertades que el legislador
está obligado a observar y, en segun-
do lugar, en una interpretación de
los preceptos administrativos que re-
gulan el procedimiento vertida hacia
la protección de los derechos funda-
mentales, que tanto jueces como Tri-
bunales y autoridades administrati-
vas deberían efectuar.

Tal como ya se formuló por HABER-
LE en 1972 (VVDStRL 30, pág. 86), al
individuo debe reconocérsele un sta-
tus activus processualis que le per-
mita exigir una determinada posición
procesal en el ejercicio de sus dere-
chos materiales. Esta circunstancia
implica que la decisión de fondo en
un procedimiento pueda llegar a anu-
larse si de ella se deriva una lesión
a sus derechos fundamentales. No
siempre, sin embargo, debe ser ésta
la consecuencia, pues la fuerza con
que el vicio procedimental irrumpa
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en la lesión a los derechos fundamen-
tales es algo que debe valorarse en
función de la garantía en que el pro-
cedimiento se encuentre frente a és-
tos en el ordenamiento jurídico. Pue-
de decirse, no obstante, que existe
una presunción en favor del afectado
por el vicio procedimental que, en ca-
sos de duda, deberá producir la nuli-
dad de la resolución, ya que solamen-
te a través de un procedimiento im-
pecable se consigue la protección de
los derechos fundamentales.

Los anteriores argumentos, aplica-
bles en su totalidad a nuestro orde-
namiento, marcan precisamente la lí-
nea entre la significación del procedi-
miento administrativo pre y postcons-
titucional, y quizá matizan la inter-
pretación del artículo 105.3 de la
Constitución Española, no valorado
entre nosotros con el suficiente rigor,
en el contexto general de la tutela
efectiva del artículo 24.1 CE.

Volvamos nuevamente a la obra.
Llama la atención el equilibrio con
que se ensamblan extensión, conte-
nido y concisión en la elaboración de
los temas, y eso no es siempre fre-
cuente en la literatura jurídica alema-
na. La renuncia a las notas de pie
de página —apenas existentes en el
volumen que tomamos como punto
de referencia— y su sustitución por
una breve nota bibliográfica conteni-
da al final de cada capítulo agilizan
la lectura de forma considerable a
quien se adentra en el intrincado
mundo del Derecho. El recurso a la
exposición de casos, que en forma di-
dáctica se insertan tras los puntos
más conflictivos que se analizan, ex-
presivos de la jurisprudencia consti-
tucional en su mayor parte, es tam-
bién un método apropiado para mo-
ver a reflexión inmediata sobre lo ya
leído.

La valoración de la obra resulta
muy positiva, y sería de esperar que
nuestro mundo jurídico, en puertas
de la nueva estructura de las carre-
ras universitarias, pudiera contar con

una obra semejante que, ya en los
primeros cursos, resultase de lectura
fácil y obligada para quienes comien-
zan a moverse en el mundo del De-
recho, o para quienes simplemente
pretendan adaptar los conocimientos
en su día adquiridos a la perspectiva
postconstitucional.

" M.J J. MONTORO CHINER

OJEDA MARÍN, Alfonso: Créditos y
préstamos exteriores al sector pú-
blico español, Ed. Centro de Docu-
mentación Bancaria y Bursátil, Ma-
drid, 1985.

El libro que nos ofrece Alfonso OJE-
DA, como resultado de un meritorio
esfuerzo de investigación, con el tí-
tulo de Créditos y préstamos exterio-
res al sector público español, supone
para el propio investigador una prue-
ba de su capacidad de desvelar terre-
nos que hasta ahora habían estado
huérfanos de tratamiento jurídico y
que lo aceptan e incluso reclaman,
hasta el punto que cuesta trabajo pen-
sar que nos encontramos ante un es-
tudio pionero sobre el tema desde un
enfoque jurídico.

Para los que nos interesamos por
los planteamientos del Derecho en el
campo de las relaciones económicas,
en especial en las situaciones concre-
tas que nacen de la presencia en di-
chas relaciones de las Administracio-
nes Públicas, el libro de OJEDA es una
demostración de la riqueza de este
sector, y, en sí misma, la investiga-
ción que conforma su contenido re-
sulta una contribución al acervo cre-
ciente de monografías que orientan
el interés de los juristas hacia ámbi-
tos en que prevalecen las considera-
ciones económicas, pero que cada vez
reclaman más el tratamiento formal
que el Derecho otorga en beneficio
de la seguridad del tráfico y de las
relaciones económicas.
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El núcleo de la investigación está
perfectamente delimitado en la rela-
ción jurídica que nace de las opera-
ciones de préstamo exterior, y alre-
dedor de tan sencilla premisa se van
articulando todas las cuestiones que
van brotando de la vida del contrato
que arropa jurídicamente dichas re-
laciones. Al tiempo, las consideracio-
nes que van surgiendo del estudio se
van entroncando con las institucio-
nes y la temática del Derecho Admi-
nistrativo, dándolas sentido desde la
base inicial del análisis de las regu-
laciones de la Constitución sobre el
tema del crédito, y de la organiza-
ción y competencia de las Adminis-
traciones e Instituciones públicas que
van interviniendo como partes en las
relaciones a que da lugar el endeuda-
miento exterior.

El pretender ahora dar una sínte-
sis del contenido del libro del profe-
sor OJEDA tiene el peligro de triviali-
zar un esfuerzo de investigación que
este comentario quiere ante todo des-
tacar, a la vez que señala como ele-
mentos más importantes del estudio
los siguientes:

1. En primer lugar tenemos en
cuenta la consideración que el libro
realiza de manera minuciosa acerca
de los protagonistas personales de la
operación de crédito, destacando el
partícipe extranjero en la operación
en su calidad de prestamista o acre-
ditante, que es realmente el que la
hace posible, y no siempre por moti-
vos lucrativos, sino en ocasiones por
razones de carácter militar o político,
entre otras, porque tampoco siempre
su carácter es privado, sino que se
trata de organismos públicos que uti-
lizan fondos institucionales con fines
desvinculados de criterios comercia-
les. En esta parte activa de la rela-
ción jurídica de préstamo aparecen,
además de Organizaciones públicas
internacionales, también entidades
privadas cuyas motivaciones se rela-
cionan con el euromercado y que

apoyan la garantía de sus inversio-
nes en fórmulas de sindicación y de
consorcio de prestamistas.

En la que podemos considerar co-
mo parte pasiva del contrato de prés-
tamo, el estudio de OJEDA realiza la
necesaria consideración del prestata-
rio, el cual por la índole del trabajo
es el Estado o alguna de las entida-
des del sector público a las que el
Estado apoya con su aval. Es espe-
cialmente de apreciar el hecho de re-
ciente actualidad del recurso a la fi-
nanciación exterior en los ámbitos de
las Comunidades Autónomas y de las
Administraciones Locales, así como el
análisis del juego de competencias
que hace posible tal práctica.

2. La figura del endeudamiento ex-
terior, en cuanto objeto del contrato
de préstamo caracterizado por la ín-
dole pública de sus intervenientes, o
al menos de uno de ellos, como he-
mos visto, se analiza luego con toda
meticulosidad para hacer las debidas
aplicaciones de las posibilidades que
da la Constitución y el resto del Or-
denamiento jurídico sobre la contra-
tación del señalado tipo de créditos.

Separa en este punto el autor con
acierto los aspectos económicos, que
necesariamente subyacen en la figura
del endeudamiento, de los jurídicos
destacando al tiempo el influjo de
los primeros sobre los segundos y ca-
racterizando como exterior el endeu-
damiento en cuanto las obligaciones
contraídas por el contrato hayan de
satisfacerse por el prestatario o ga-
rante en moneda extranjera, es decir,
distinta de la suya. La calificación ju-
rídica del señalado contrato da oca-
sión para repasar diferentes criterios
de los autores sobre el particular y
destacar que las operaciones de en-
deudamiento aparecen unas veces con
el ropaje de préstamo (loan) y otras
como de crédito (credit).

3. En lo referente a los aspectos
formales de la figura del préstamo
exterior se señalan de manera desta-
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cada las singularidades del contrato,
que empieza por necesitar una ley
autorizante, ya que el tema del en-
deudamiento viene señalado por la
Constitución como reserva de ley or-
dinaria (art. 135.1 CE); por otra par-
te, la autorización podría otorgarse
también por Decreto-ley si se diera
el concurso de las oportunas prescrip-
ciones cautelares.

Como segunda posibilidad de otor-
gamiento de autorización para el en-
deudamiento exterior se considera en
el libro la fórmula que, bajo distinta
conformación, hace posible el concer-
tar préstamos entre sujetos públicos
internacionales; así, la forma de con-
venio o acuerdo (art. 94.1 CE). El
punto está, para el autor, en diferen-
ciar si la relación jurídica que sub-
yace al endeudamiento exterior es la
propia de los acuerdos o convenios o
bien tiene un carácter contractual,
llegando a la conclusión de que en
su gran mayoría se trata de negocios
jurídicos formalizados a través de la
figura contractual, si bien en ocasio-
nes la fórmula del acuerdo o conve-
nio viene a configurar el endeuda-
miento entre sujetos públicos inter-
nacionales.

Se destacan, finalmente, determina-
das singularidades que caracterizan
al contrato objeto de estudio, tanto
en lo que se refiere a su clausulado
con en el régimen jurídico que va
a regir el contenido del mismo, y que
en ocasiones carece de criterios de-
terminados de aplicación; así, en el
tema de la demandabilidad del Esta-
do español ante jurisdicciones extran-
jeras, en que se señala que una re-
nuncia a la inmunidad soberana no
supone un obstáculo irresoluble en
nuestro Derecho. En lo referente al
arbitraje internacional se parte del
régimen general que establece el ar-
tículo 39 de la Ley General Presu-
puestaria y se señala el tratamiento
que acoge un régimen especial autori-
zante más ágil que el general (artícu-
los 102.2.b y 102.5 de la LGP). "

El estudio de las reclamaciones pre-
vias al ejercicio de acciones civiles,
del reconocimiento y ejecución de
sentencias y laudos arbitrales extran-
jeros, así como el análisis del princi-
pio de inembargabilidad sobre dere-
chos y bienes públicos y del derecho
aplicable al cumplimiento del contra-
to, refuerzan el enfoque jurídico que
el autor ha aplicado al tema, y cuyos
pronunciamientos aparecen claramen-
te señalados en las conclusiones del
estudio monográfico que aparecen a
manera de resumen del mismo. Co-
mo fruto final del libro de OJEDA ca-
be señalar el haber sabido penetrar
en unos ámbitos que se vienen ri-
giendo por criterios de exclusiva con-
sideración económica y están aleja-
dos del interés de los tratadistas ju-
rídicos, que atienden sólo los aspec-
tos formales de la contratación. Se
enriquece con el libro el acervo de
creciente expansión del Derecho Ad-
ministrativo Económico, como disci-
plina que se encuentra en la encruci-
jada ideal para tomar la realidad eco-
nómica que surge de las relaciones
humanas y estudiar los efectos de la
aplicación a las mismas de las regu-
laciones de las distintas Administra-
ciones Públicas, sacando de dicho es-
tudio las consecuencias que un juris-
ta ha de saber extraer en orden al
reconocimiento de un mayor respeto
a las libertades de los administrados
y a la implantación del adecuado re-
corte de posibles excesos en la actua-
ción de la Administración para man-
tenerla alejada de la arbitrariedad.

J. HERNANDO DELGADO

PINAR MAÑAS, José Luis: Las relacio-
nes entre el Estado y las Regiones:
la experiencia italiana («Prólogo»
de E. GARCÍA DE ENTERRÍA), IEAL,
Madrid, 1986.

Este libro es, con algunos reto-
ques, la tesis doctoral preparada por
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el autor bajo la dirección del profe-
sor GARCÍA DE ENTERRÍA. La estancia
de PINAR en el Istituto di Diritto
Pubblico de la Facoltá di Giurispru-
denza de la Universidad de Florencia
le proporcionó el ambiente adecuado
donde el autor se ha familiarizado
con la doctrina italiana. El tribunal
encargado de juzgar la tesis doctoral,
compuesto de prestigiosos juristas, le
otorgó, por unanimidad, la máxima
calificación.

El profesor PINAR ha estudiado con
profundidad las relaciones entre el
Estado y las Regiones en el ordena-
miento italiano. Su trabajo tiene el
atractivo de la labor investigadora
que paso a paso va descubriendo nue-
vos aspectos con luces nuevas. El au-
tor va desarrollando una reflexión en
voz alta sobre el modelo territorial
italiano delineado en la Constitución
de 1947 y su realidad actual.

Tras dar una ojeada a los artícu-
los de la Constitución española de
1978 que regulan el nuevo modelo te-
rritorial, y a aquellos de la italiana
de 1947, sería difícil afirmar que la
similitud, al menos, aparente, es no-
table. Sin embargo, a partir de esas
identidades iniciales los dos sistemas
han tendido a separarse notablemen-
te. El sistema español se asemeja más
al federalismo centroeuropeo que al
regional italiano.

La presente obra se divide en dos
grandes partes. En la primera se ana-
liza el origen de la experiencia regio-
nal italiana junto con la reforma in-
tegradora que ha supuesto el Decreto
de la Presidencia de la República 616,
de 1977. En la segunda se estudian
de forma ordenada los mecanismos
que encauzan las relaciones entre el
Estado y las Regiones en el mode-
lo italiano. Estos mecanismos son:
a) determinación de los principios
fundamentales a los que debe some-
terse la actividad legislativa regional;
b) concreción del interés nacional;
c) los actos estatales de indirizzo e
coordinamento sobre la actividad ad-

ministrativa propia de las Regiones;
d) los instrumentos de coordinación,
con especial referencia a la labor del
comisario del Gobierno, y e) los nue-
vos cauces de colaboración.

El autor, además, maneja con fa-
cilidad la jurisprudencia de la Corte
Constitucional, y pone de manifiesto
la evolución que aquélla ha experi-
mentado desde su implantación hasta
nuestros días.

I. La Constitución italiana prevé
la existencia de cinco Regiones con
Estatuto especial y otras quince con
Estatuto ordinario. El camino que es-
tas quince han recorrido hasta llegar
a su autonomía llega a su fin al ser
aprobados sus estatutos en 1971.

El proceso regional ordinario ha
sido largo y ha estado plagado de pau-
sas que parecían ser interminables.
Así, en 1953 fue aprobada la Legge
Scelba, sobre la constitución y el
funcionamiento de los órganos regio-
nales, que resultó ser claramente an-
tirregionalista: en 1968, la Ley Electo-
ral Regional fue la base para la cele-
bración de las primeras elecciones a
los Consejos Regionales, el 7 de junio
de 1970; en 1970, la llamada legge fi-
nanziaria posibilita el funcionamiento
de aquellos entes y, en su artículo 17,
contiene una delegación que llevó a
la aprobación, en 1972, de once decre-
tos de transferencias de competen-
cias a las Regiones. Sin embargo, es-
tos decretos no van a satisfacer las
previsiones regionales, siendo objeto
de diversos recursos ante la Corte
Constitucional, que resuelve en favor
del Estado. En aquella situación, por
fin se da un paso trascendente al
aprobar la Ley de 22-VII-1975, por la
que se delega en el Gobierno la facul-
tad de completar la transferencia de
funciones administrativas a las Regio-
nes ordinarias, asi como la reorganiza-
ción de las Administraciones Públicas
estatal, central y periférica. Fruto de
tal delegación son los DPR núms. 616,
617 y 618 de 1977, de los cuales el
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primero es el más importante, ya
que transfiere a las Regiones ordina-
rias competencias siguiendo un crite-
rio funcional. Este Decreto ha supues-
to la «relectura» del artículo 117 de
la Constitución, siendo pieza clave en
el ordenamiento regional italiano.

II. El tema de la fijación por le-
yes del Estado de los principios fun-
damentales que vinculan a la legisla-
ción regional es de gran importancia
para la configuración de un sistema
racional de relaciones Estado-Regio-
nes. Los principios fundamentales in-
dican el «hasta adonde» y el «a partir
de dónde» dentro de una misma ma-
teria; pero también constituyen pun-
to de referencia esencial en la confi-
guración de las relaciones de colabo-
ración entre el Estado y las Regiones
(pág. 79).

La Corte Constitucional ha definido
los principi generali dell'ordinamen-
to giuridico como «las orientaciones
y directivas de carácter general y
fundamental que pueden deducirse de
la conexión sistemática... de las nor-
mas que concurren a formar, en un
determinado momento histórico, el
entramado del ordenamiento vigente»
(SCC de 26 junio 1956). Estos princi-
pios generales del ordenamiento no
deben confundirse con los principios
fundamentales a que hace referencia
el artículo 117 de la Constitución ita-
liana. Los primeros actúan como lí-
mite a las competencias legislativas
exclusivas de las Regiones especiales,
mientras que los segundos son límite
a la potestad compartida de las ordi-
narias (pág. 83).

¿Cómo se proyecta el límite de los
principios fundamentales establecidos
por las leyes del Estado sobre el ejer-
cicio de las competencias legislativas
regionales? Ante todo, las Regiones
—ha puesto de manifiesto la Corte
Constitucional— pueden libremente
ejercer sus competencias legislativas
independientemente de la previa
adopción por parte del Estado de le-

yes-marco. De lo que no cabe con-
cluir que las Regiones se vean libres
del límite de estos principios hasta
que no se aprueben aquéllas, ya que
éstos pueden deducirse de la «legis-
lación vigente» (pág. 103).

El autor estudia los efectos de las
leggi-cornice sobre el resto de la le-
gislación estatal y sobre la legislación
regional. En realidad, el modelo abs-
tracto italiano basado en leyes de
principio no ha funcionado por los
siguientes motivos: a) estas leyes, a
menudo, contienen disposiciones que
por su concreción llegan a estrangu-
lar las posibilidades del desarrollo re-
gional; b) las propias Regiones sue-
len desarrollar con retraso, o incluso
no desarrollar, las leggi-cornice, y
c) el Estado, en no pocas ocasiones,
amparado en esta situación de incer-
tidumbre, ha invadido el ámbito re-
servado a la potestad normativa re-
gional (pág. 111).

III. Distinto del límite de los prin-
cipios es el del interés nacional —re-
cogido expresamente en el art. 117
de la Constitución—, que constituye
un límite aplicable tanto a las Regio-
nes especiales como a las ordinarias.

El autor, en el capítulo II de la
parte II, examina la postura de la
Corte Constitucional en los supuestos
de enfrentamiento entre interés na-
cional e intereses regionales; señala
quiénes están legitimados para indi-
car cuáles son los intereses naciona-
les, y define las consecuencias que
todo ello produce en las relaciones
Estado-Regiones.

El interés nacional no supone un
interés opuesto al interés regional,
sino sencillamente opuesto al interés
no nacional o antinacional. Como se-
ñala la Alta Corte para la Región Si-
ciliana, «el interés regional es tam-,
bien el interés nacional. La región,
protegiendo aquél, tutela también és-
te» (pág. 127).

La Corte Constitucional ha evolu-
cionado desde una primera postura,
en que consideraba el interés nacio-
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nal como límite previo que permitía
al Estado excluir determinadas mate-
rias de la competencia regional, a una
postura en que el interés nacional sir-
ve para encauzar y coordinar la acti-
vidad regional. De esta forma, a las
Regiones se les va a permitir, inclu-
so, legislar en materia de derechos
fundamentales, tal como se reconoció
ya, por ejemplo, en la sentencia nú-
mero 54 de 1980 (pág. 161).

Se trata, una vez más, de la supe-
ración del modelo conflictivo-garan-
tista y el paso al modelo de colabo-
ración, en el que se va abriendo paso
la necesidad de contar con la partici-
pación de las Regiones en la defini-
ción del interés nacional.

Al contrario de lo que sucede en las
Constituciones americana (Suprema-
cy Clause), alemana federal (artícu-
lo 31.6.6) y española (art. 149.3), no
existe en la italiana una previsión ge-
neral expresa de supremacía del De-
recho estatal sobre el regional en ca-
so de conflicto, ni en las competencias
compartidas ni menos en las exclu-
sivas de las Regiones especiales. Sin
embargo, en el sistema italiano, a es-
paldas de la Constitución, se ha ins-
talado una verdadera cláusula en fa-
vor del Derecho estatal, por la vía
de la jurisprudencia de la Corte Cons-
titucional. Esta ha convertido el lí-
mite del interés nacional en límite
de legitimidad, permitiendo recortes
en las competencias regionales; este
hecho no produce el simple desplaza-
miento de la ley regional, sino su anu-
lación (pág. 165).

IV. El término italiano indirizzo
es, sin duda, uno de los de más difícil
traducción al español atendiendo a
criterios jurídicos. La función de in-
dirizzo supone orientar hacia un fin
la actividad de sujetos más o menos
autónomos. Se distingue, de esta for-
ma, el poder de dirección, pues éste
presupone una relación de subordi-
nación que no tiene por qué darse en
el ejercicio del indirizzo.

El tema que examina el autor en

el capítulo III es el siguiente: ¿hasta
qué punto puede admitirse, aunque
sea en razón de exigencias de carác-
ter unitario, una actividad de indiriz-
zo e coordinamento por parte del Go-
bierno frente a la actividad adminis-
trativa de las Regiones en las mate-
rias cuya competencia corresponde a
éstas? (pág. 176).

La Constitución italiana no contie-
ne ninguna disposición expresa sobre
el tema, por lo que la doctrina se
encuentra profundamente dividida a
la hora de explicar el fundamento
constitucional de este poder que se
reserva el Estado. Los argumentos
adoptados por la doctrina para justi-
ficar la legalidad de la función de
indirizzo e coordinamento se basan,
en primer lugar, en la tendencia que
están experimentando los Estados fe-
derales en el sentido de reservar ca-
da vez más poderes de administración
a la Federación; en segundo lugar,
en la interrelación cada vez mayor en-
tre intereses nacionales y locales, que
exigen al Estado-aparato no dar la
espalda a la Administración regional.

Frente a las tesis regionalistas, que
niegan la posibilidad de ejercer esta
función en vía administrativa, y las
tesis estatalistas, el autor explica la
postura intermedia de PALADÍN. Este,
si bien admite que los actos de indi-
rizzo y coordinamento tengan su ori-
gen en órganos administrativos, indi-
ca que «se puede seriamente dudar
que estos actos, sobre la base de las
genéricas reservas previstas en la
legge finanziaria y en los subsiguien-
tes decretos legislativos de transfe-
rencias, sean conformes con el princi-
pio de legalidad de la Administración
pública» (pág. 194).

En la práctica italiana, la utiliza-
ción del poder estatal de indirizzo e
coordinamento en vía administrativa
durante casi quince años ha sido muy
escasa, lo que indica la falta de con-
vencimiento por parte del Gobierno
en lo que a su uso se refiere.
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La jurisprudencia constitucional ha
establecido, asimismo, que: a) el ejer-
cicio de la actividad mencionada exi-
ge una ley estatal que lo autorice en
cada caso al efecto de enlazarlo con
el principio de legalidad, y b) los ac-
tos, incluso administrativos, así dic-
tados vinculan la actividad adminis-
trativa y legislativa de las Regiones,
ordinarias o especiales.

Pero ¿qué tipo de ley es la utiliza-
ble? Dado que la actividad adminis-
trativa regional propia puede ser en-
cauzada hacia los intereses genera-
les, podría pensarse que deberían ser
precisamente leyes-marco (leggi-corni-
ce) las necesariamente utilizables. Pe-
ro dado que los principios fundamen-
tales vinculantes para las Regiones
pueden ser deducidos de la legisla-
ción vigente, no será necesario utili-
zar una ley de aquel tipo (pág. 219).

V. El autor, en los tres últimos ca-
pítulos del libro, analiza los instru-
mentos de coordinación entre el Es-
tado y las Regiones (directivas y co-
misario del Gobierno), la programa-
ción socioeconómica y los cauces de
colaboración (intercambios de infor-
mación, órganos mixtos, la Conferen-
cia de presidentes de las Juntas re-
gionales provinciales y la Conferencia
Estado-Regiones).

La implantación del regionalismo
cooperativo en Italia se encuentra
con dos serios obstáculos: de una
parte, la falta de reestructuración de
la Administración periférica y, de
otra, la inexistencia de una verdade-
ra Cámara de las Regiones. Sin em-
bargo, la realidad del sistema italiano
de partidos, con ausencia de partidos
regionales - nacionalistas, atenúa en
gran medida los inconvenientes deri-
vados de la falta de consolidación de
un sistema cooperativo.

VI. En definitiva, el libro de PI-
NAR constituye una importante apor-
tación que no es sólo un estudio de
Derecho italiano, sino que, en él, el
estudioso español puede encontrar so-

luciones a diversos problemas hoy
planteados en el sistema autonómico
español. Esta obra, en consecuencia,
es de obligada consulta para el gober-
nante en su tarea de consolidar en
nuestra nación el modelo territorial
constitucional, sin caer en los errores
cometidos por el sistema italiano, a
pesar de las diferencias existentes en-
tre los dos modelos constitucionales.

Creo que el mejor elogio a su es-
fuerzo investigador son las palabras
que en el «Prólogo» le dedica GARCÍA
DE ENTERRÍA: «El dominio de que ha-
ce gala PINAR de las técnicas jurídico-
públicas más afinadas, de la mejor
doctrina de los juristas, de la juris-
prudencia constitucional tanto de Ita-
lia como de España, le han permitido
dar una especial vivacidad a su expo-
sición, exposición crítica de un ver-
dadero conn aisseur, que, al final,
acierta a presentarnos un cuadro lle-
no de vida, con sus aciertos y sus
problemas, con sus ventajas y sus car-
gas, con sus logros y sus frustracio-
nes. El fondo, constantemente pues-
to de manifiesto, dé nuestro propio
sistema autonómico, da aún a ese
cuadro una mayor vivacidad.»

L. C. FERNANDEZ-ESPINAR LÓPEZ

WEIL, Prosper: Derecho Administrati-
vo (nota preliminar de Lorenzo
MARTÍM-RETORTILLO, traducción de
Luis RODRÍGUEZ ZÚÑIGA, adaptación
de Javier GARCÍA DE ENTERRÍA-L. VE-
LÁZOUEZ), Editorial Cívitas, Colec-
ción «Cuadernos», Madrid, 1986,
188 págs.

1. Editorial Cívitas, dentro de su
Colección «Cuadernos», acaba de sa-
car a la luz la segunda edición en
castellano de la obra del catedrático
de Derecho, Economía y Ciencias So-
ciales de la Universidad de París,
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Prosper WEILL, Derecho Administrati-
vo. Este opúsculo, publicado original-
mente en 1964 por Presses Universi-
taires de France, con el título Le
Droií Administratif, en la Colección
«Que sais-je?», y que ha alcanzado la
décima edición en 1983, fue traducido
en 1966 por L. RODRÍGUEZ ZÜÑIGA para
la Editorial Taurus, edición a la que
se incorporaron las páginas que Lo-
renzo MARTÍN-RETORTILLO había dedi-
cado a este libro en la REVISTA DE
ADMINISTRACIÓN PÚBLICA (1), y que aho-
ra vuelven a incluirse, junto a unas
breves consideraciones del propio
MARTÍN-RETORTILLO, en la nota intro-
ductoria de la edición de Civitas. Pre-
cisamente esta última se ha apoyado
en la traducción que en su día hiciera
RODRÍGUEZ ZÜÑIGA, con la pertinente
adaptación de J. GARCÍA DE ENTERRÍA
a la décima edición original de 1983.

Desde un punto de vista formal,
fruto a su vez de la metodología y
del talante con que Prosper WEIL
afronta la tarea de exponer qué sea
el Derecho Administrativo, cabe inci-
dir, como ha puesto de relieve Lo-
renzo MARTÍN-RETORTILLO (pág. 20), en
la extraordinaria concisión y breve-
dad utilizadas por el autor para bos-
quejar el panorama conceptual de es-
ta rama del ordenamiento jurídico,
virtudes características, por lo de-
más, de este tipo de obras allende
los Pirineos; apenas unas someras
pinceladas que, sin prescindir en ab-
soluto de las matizaciones y puntua-
lizaciones allí donde se revelan nece-
sarias, contribuyen a dibujar, no obs-
tante, un cuadro comprensivo y sufi-
ciente de la realidad del Derecho Ad-
ministrativo, proporcionando, de re-
sultas, el esquema mental básico a
la hora de afrontar un estudio en pro-
fundidad acerca de cualquiera de
los aspectos pergeñados, circunstan-
cia ésta que resalta aún más la ca-
rencia en la bibliografía española de

(1) En concreto, en el núm. 47, mayo-
agosto 1965, págs. 559 a 563.

estas exposiciones que, de modo su-
cinto pero sin caer en modo alguno
en el simplismo, puedan ofrecer una
visión sintética y global del Derecho
Administrativo español, tan necesita-
do de este tipo de planteamientos re-
ductores de la inmensa maraña doc-
trinal, legislativa y jurisprudencial a
unas directrices y criterios claros y
precisos. Es en estas coordenadas, en
definitiva, en las que ha de enmarcar-
se el deseo que formula L. MARTÍN-
RETORTILLO (págs. 30 y 31) acerca de
la necesidad de poder contar entre
nosotros con un libro de las carac-
terísticas del de Prosper WEIL.

2. Como digo, Le Droit Administra-
tif, del profesor WEIL, fue publicado
inicialmente en 1964, apareciendo la
décima edición francesa en 1983. Es-
crito desde la perspectiva de los con-
dicionamientos propios del Derecho
positivo francés (cuya evolución a lo
largo de las dos décadas transcurri-
das desde la fecha original de publi-
cación del libro de WEIL es reflejada
por éste a través de la constatación
de los datos legales y jurisprudencia-
les más relevantes acaecidos desde
entonces hasta desembocar en la edi-
ción de 1983), no obstante, los postu-
lados ideológicos que subyacen en la
caracterización del mismo son predi-
cables en lo sustancial de aquellos
sistemas jurídicos que, como el espa-
ñol, responden al modelo de régime
administratif de corte francés. De ahí
que la estructura sistemática del li-
bro de WEIL refleje, a salvo las natu-
rales peculiaridades de cada uno de
los Derechos positivos continentales,
la armazón institucional del Derecho
Administrativo. Dividido en dos par-
tes, dedicadas, respectivamente, a las
formas de acción administrativa y al
control de ésta, el análisis que se des-
pliega en cada una de ellas es lo su-
ficientemente conocido como para ex-
cusar cualquier reseña, siquiera sea
breve (ya expuesta, por otro lado, por
L. MARTÍN-RETORTILLO), acerca de su
contenido. No obstante, sí conviene
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dedicar unas líneas a la propia razón
de ser de la estructuración del libro
y al énfasis que su respectivo trata-
miento puede suscitar.

3. La Administración pública, el
poder ejecutivo en sentido amplio,
como instrumento dotado de un for-
midable conjunto de prerrogativas cu-
ya funcionalidad tiende a hacer ope-
rativa la consecución de una serie
de finalidades de interés general, es
sometida, con objeto de no decantar
peligrosamente el fiel de la balanza
de sus relaciones con los administra-
dos, a una variada gama de técnicas
de limitación y de control (básicamen-
te concretadas en dos instituciones
fundamentales: el contencioso-admi-
nistrativo y la responsabilidad patri-
monial), cuya confluencia y síntesis
constituyen, en definitiva, la razón de
ser del Derecho Administrativo, en
cuanto éste es, en palabras de WEIL,
«uno de los medios escogidos por la
tradición política francesa para ase-
gurar la salvaguarda de los derechos
y libertades de los ciudadanos» (pá-
gina 184).

Pues bien, el peso específico que a
cada uno de estos elementos, el de
la acción y los consecuentes privile-
gios administrativos o exorbitancias
de Derecho común, por un lado, y el
del control, por otro, se atribuya será
determinante a la hora de caracteri-
zar el Derecho Administrativo, tem-
poral y espacialmente considerado.
Este, cuya historia es en suma la
historia de la sujeción del poder pú-
blico al Derecho, de ahí su configu-
ración como un Derecho en perma-
nente búsqueda de un equilibrio di-
námico, ha vivido tradicionalmente
atento a la necesidad de arbitrar los
mecanismos de protección de los de-
rechos individuales, a instrumentar
las técnicas garantistas de inmunidad
de la esfera vital o de interés de los
ciudadanos, potencialmente suscepti-
ble de ser afectada por la actividad
administrativa, preocupación que res-
pondía a una determinada concep-

ción de las relaciones entre el Estado
y la sociedad, enmarcada a su vez
en el papel que a aquél correspondía
desempeñar. Con la evolución histó-
rica y la alteración de los presupues-
tos políticos, sociales e ideológicos
que alumbraron el Derecho Adminis-
trativo decimonónico, como típico
producto liberal burgués, el centro
de gravedad se ha desplazado paula-
tinamente desde la vertiente del con-
trol, de las garantías (aun sin aban-
donar la relevante consideración de
estas últimas, perspectiva, como ya
queda apuntado, básica para com-
prender la realidad del Derecho Ad-
ministrativo), hacia la óptica de la
acción, de la actividad administrati-
va, en cuanto es la Administración
el brazo ejecutor del denominado Es-
tado social, prestador de servicios y
garante último de la «procura vital o
asistencial», de la Daseinsvorsorge, en
términos de FORSTHOFF. De ahí que
haya podido escribir Prosper WEIL:
«La doctrina contemporánea tiende
además a profundizar, más que en
el pasado, en la noción de acción ad-
ministrativa, a hacer el inventario de
sus medios, a trazar el cuadro de sus
formas: la importancia creciente del
Estado en la vida moderna no pue-
de, es claro, más que reforzar el in-
terés prestado a este aspecto del De-
recho Administrativo. Si bien es cier-
to que históricamente el Derecho Ad-
ministrativo ha sido, como el com-
mon law, "segregado en los intersti-
cios del procedimiento", ilustrando
así la vieja máxima inglesa Remedies
precede rights, parece que ha llegado
para muchos el tiempo de volver a
colocar la anatomía antes que la pa-
tología y de estudiar las modalidades
y el régimen de la acción antes de
examinar la limitación y el control»
(págs. 61-62; el subrayado es nuestro).

Y en íntima conexión con estas úl-
timas palabras se sitúa el papel del
juez, del juez administrativo, básica-
mente, pero también del juez ordina-
rio, en cuanto la Administración o,
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más ampliamente, y aquí conectamos
con las ideas de WEIL acerca de la
conceptuación del Derecho Adminis-
trativo (pág. 183), los organismos y
entidades, públicos o privados, que
desarrollen una acción administrativa
cuando por el régimen jurídico apli-
cable la competencia jurisdiccional
esté atribuida a este último. Porque,
no debe olvidarse, a diferencia de lo
que ocurre en el mundo de las rela-
ciones ínter privatos, cuyas normas
tienen como destinatario al juez, en
el ámbito del Derecho Administrativo
es la Administración quien debe eje-
cutar y aplicar las normas jurídicas,
es decir, es la Administración la que
aparece como destinataria de las nor-
mas administrativas (2). De ahí que
la apelación al juez, reclamada por
razones estructurales ínsitas en la
propia configuración del control ju-
risdiccional de la Administración,
pueda conllevar evidentes disfuncio-
nalidades cuando, desaparecido el
sustrato ideológico liberal que se si-
tuaba en la base de la intervención
del juez como defensor de los dere-
chos individuales (recuérdese, así, el
ámbito objetivo del contencioso-ad-
ministrativo diseñado por la regla 3.J

del artículo 1 de la vieja Ley de lo
Contencioso de 13 de septiembre de
1888) y extrapolado tal control a una
situación social, política y económica
que reclama la creciente intervención
de los poderes públicos, y no ya su

(2) En este sentido, A. NIETO, Estu-
dios históricos sobre Administración y
Derecho Administrativo, INAP, Madrid,
1986, págs. 266 y ss. En concreto, en
pág. 269 señala: «Desde el punto de vis-
ta técnico la presencia del Juez es inevi-
table en los conflictos ¡nterprivatos,
puesto que el Juez es el destinatario de
la norma y el único legitimado para apli-
carla; pero en las relaciones entre la
Administración y los particulares esta
circunstancia no se da —no hay, pues,
tal necesidad— habida cuenta de que la
Administración es la destinataria de la
norma y la encargada de ejecutarla y
de aplicarla.»

mera abstención, conjugado con la
más amplia legitimación (el interés
directo) para acceder al contencioso,
la suma de estos factores puede con-
ducir a un resultado paradójico, si
no contraproducente, con las exigen-
cias que inspiran un Estado, el so-
cial, llamado a la permanente acción
y a la remoción de trabas y obstácu-
los en aras de la consecución de un
orden socialmente más justo (3).

(3) Conviene recordar lo que, a este
respecto, señala L. MARTÍN-RETORTILLO en
la nota introductoria al libro que comen-
tamos: «No sólo los Tribunales de lo
contencioso-administrativo: asistimos a
un proceso creciente y muy marcado en
que cualquier Tribunal —o incluso cual-
quier juez unipersonal— sea del orden
que fuere —penal, civil o laboral— inci-
de radicalmente con sus decisiones en
la actividad administrativa, proyectándo-
se sobre ésta un sutil tejido de manda-
tos judiciales que con frecuencia llegan
a dificultar enormemente el normal de-
sempeño de las competencias adminis-
trativas. Hoy creo que es éste uno de
los datos más vivos de la actualidad ad-
ministrativa, que yo pienso es enorme-
mente preocupante. No es infrecuente,
así, que se extrapolen los aplausos y
que cualquier decisión judicial que con-
tenga o paralice la actuación adminis-
trativa sea coreada como positiva y avan-
zada. Incide tantas veces un fenómeno
de desfase temporal de modo que se abu-
sa rememorando fuera de contexto ór-
denes judiciales de contención que tan
oportunas resultaban en tiempos de la
Administración odiosa. Pero, como decía
antes —si bien es preciso no bajar nun-
ca la guardia—, no estamos ante un mo-
delo inalterable y granítico de Estado,
y, en concreto, de Administración públi-
ca, sino ante el que tiene una legitima-
ción precisa, que busca unos fines seña-
lados y se caracteriza por hacerlo desde
unos medios pautados. Mientras las co-
sas discurran por ahí, es positivo, e in-
cluso beneficioso, que la Administración
actúe, y bueno es por lo mismo que no
se la interfiera y, sobre todo, que no es
correcto generalizar simplistamente, pues
el complejo universo de necesidades a
que tienen que atender las Administra-
ciones públicas demanda técnicas y re-
medios enormemente diferenciados unos
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La judicialización del sistema y el
riesgo consecuente que conlleva de-
finir el sistema administrativo entero
como un régimen de intervención ju-
dicial permanente (intervención, co-
mo es obvio, posibilitada por la pro-
pia estructura legal) puede reflejarse
trayendo a colación una muestra del
Derecho positivo, cual es la responsa-
bilidad patrimonial de las Adminis-
traciones públicas. A partir de la am-
plia y generosa calificación de ésta
en los artículos 121 de la Ley de Ex-
propiación Forzosa, 40 de la de Régi-
men Jurídico de la Administración
del Estado y 106 de la Constitución,
no resultaría irrazonable sostener que
su consagración legislativa puede su-
poner, con una sensibilidad judicial
proclive a una interpretación flexible
de los preceptos legales y favorece-

de otros» (págs. 16-17; e! subrayado es
nuestro).

Desde una perspectiva sumamente crí-
tica, evidenciando las contradicciones
del sistema administrativo moderno, y
en línea con la cita que se acaba de
transcribir, A. NIETO: «La restricción de
la legitimación del Derecho Administra-
tivo moderno es un curioso mecanismo
que sirve al tiempo para cerrar el paso
a los simples ciudadanos (al igual que
ya sucedía antes) y para potenciar el po-
der de los ciudadanos cualificados, que
ahora no van a pleitear solamente por
sus propios derechos sino que, en virtud
del principio de la legalidad, dominan,
e incluso pueden paralizar, cualquier ac-
tividad administrativa desde la platafor-
ma de un derecho eventualmente lesio-
nado.» Y en otro pasaje señalará, ahora
desde la óptica del juez: «Los Jueces,
además de controlar "a posteriori" a la
Administración, le dan órdenes de ac-
tuación, a través de las normas juris-
prudenciales que se insertan en el orde-
namiento jurídico con la misma autori-
dad que si fuesen Leyes y reglamentos»
(«Las contradicciones de la Administra-
ción y del Derecho Administrativo mo-
derno», trabajo incluido en su libro Es-
tudios histéricos sobre Administración...,
op. cit., págs. 282 y 275, respectivamente;
en el primer caso, el subrayado es nues-
tro; en el segundo, en el original).

dora de la posición del ciudadano le-
sionado, un freno importante de la
acción interventora de los poderes
públicos, intervención exigida (en los
más diversos órdenes, social, econó-
mico o cultural) por la cláusula del
Estado social (arts. 1.1, 9.2, Cap. III,
del Título I de la Constitución), al
socaire de la amenaza que tal inter-
vención puede ocasionar para el Era-
rio público, o, por el contrario, y
desde una perspectiva opuesta, en
una suerte de dialéctica pendular, un
retraimiento evidente de la Adminis-
tración pública a la hora de mejorar
la calidad y el nivel de prestación de
sus servicios, al resultar (en un aná-
lisis de pura rentabilidad econométri-
ca) más ventajosa la indemnización o
reparación patrimonial integral que
la transformación de las propias es-
tructuras y modos de acción para
adaptarlos a las exigencias de un sis-
tema más moderno, más eficaz y más
justo (4).

4. Con todo, es evidente que a pe-
sar de la distorsión que la constante
intervención del juez puede suponer
en un ordenamiento como el admi-
nistrativo, cuando éste, como «Dere-
cho Constitucional concretado» (en la
conocida expresión de F. WERNER), es

(4) La situación de la responsabilidad
patrimonial de la Administración en
Francia es expuesta por P. WEIL en pá-
ginas 165 a 172, analizando la evolución
experimentada por tal instituto en el
país vecino, y que en España, como es
conocido, fue producto no de la inter-
pretación jurisprudencial, sino de la in-
novación legislativa. Las ideas expuestas
en el texto en torno al concreto extremo
a que he hecho mención fueron desarro-
lladas por L. MARTÍN REBOLLO en su con-
ferencia sobre la responsabilidad de las
Administraciones públicas, correspon-
diente a las Jornadas celebradas en Ma-
drid en 1986 acerca del Gobierno y la
Administración en la Constitución, orga-
nizadas por la Dirección General de los
Servicios Jurídicos del Estado, y cuyo
texto aparecerá publicado en fechas pró-
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el Derecho de una realidad democrá-
tica y legitimada popularmente, cons-
tituiría una clara tergiversación pre-
tender reducir (máxime en el ámbito
de un Derecho tan dúctil, flexible y
apegado a la realidad cotidiana como
el Administrativo) el mundo jurídico-
administrativo al mero ámbito judi-
cial. Es ésta una identificación que,
tributaria de los postulados privatís-
ticos, cuando no ideológicamente in-
teresada, ha sido ya reiteradamente
desmentida por la doctrina. El Dere-
cho (y más el Derecho Administrati-
vo) no puede reducirse (ni cualitativa
ni siquiera cuantitativamente) al con-
tencioso, ni por razones técnico-es-
tructurales (5) ni por consideraciones

(5) Así, L. MARTÍN-RETORTILLO, quien,
al analizar la Daseinsvorsorge como «ac-
tividad que dice relación con la existen-
cia o con la vida humana en su más
pleno sentido» y exponer el sentido de
la ¡eislende Verwaltung como Adminis-
tración proporcionadora de bienes y
servicios, subraya que del hecho que de
aquélla no emanen «pretensiones direc-
tamente justiciables, no supone nada en
contra de su significación jurídica», del
mismo modo que afirma el carácter es-
trictamente jurídico de toda la proble-
mática de la organización administrati-
va, en contra de la ajuridicidad que este
sector tenía para la Escuela alemana de
Derecho Público de fines del siglo pasa-
do y, especialmente, de su más caracte-
rizado representante, Otto MAYER (La
configuración jurídica de la Administra-
ción pública y el concepto de «Daseins-
vorsorge», núm. 38 de esta REVISTA [1962],
págs. 35 y ss.; en concreto, págs. 38, 52,
61-63). En el mismo sentido, S. MARTÍN-
RETORTILLO, La doctrina del ordenamien-
to jurídico de Santi Romano y algunas
de sus aplicaciones en el campo del De-
recho Administrativo, núm. 39 de esta
REVISTA (1962), al hablar de la «intrínse-
ca juridicidad de todo lo organizativo,
al margen incluso de cualquier configu-
ración relacional», o la «intrínseca y ra-
dical juridicidad de aquellas normas no
directamente justiciables» (págs. 75-77).
De modo paralelo, y a propósito de la
especial configuración de la Constitu-
ción, A. NIETO, para quien resulta inco-
rrecto confundir «normatividad con apli-

de carácter puramente empírico (el
reducido número de asuntos que ac-
ceden al mundo jurisdiccional, sea
por condicionamientos de tipo políti-
co, social, económico o meramente
técnico) (6). Es, por tanto, al mundo
de la acción, al mundo de la anato-
mía administrativa, como decía WEIL,
al que es preciso referirse primaria-
mente, dejando para un segundo rao-

cación directa de las normas y control
jurisdiccional», cuestión que remite no
a la precisión de si aquélla es o no una
norma jurídica, sino a la determinación
de los efectos de la misma, que, en todo
caso, son efectos plurales y variados, co-
mo corresponde a una norma dotada de
tan peculiares características como la
norma constitucional (un minus de efi-
cacia jurídica, un plus de eficacia social)
(.Peculiaridades jurídicas de la norma
constitucional, núms. 100-102 de esta RE-
VISTA, vol. I [1983], págs. 371 y ss.; espe-
cialmente, págs. 387 y 396).

Del mismo modo, es preciso constatar
la existencia de un ámbito no judicia-
ble, per se. de la actividad jurídica, sea
privada, sea administrativa, sin que ello,
por supuesto, sea óbice a su carácter es-
trictamente jurídico (A. NIETO, Estudios
históricos sobre Administración.... op.
cit., págs. 271 a 274).

(6) La legitimación por interés direc-
to para acceder al contencioso de anula-
ción (de acuerdo con la clásica distin-
ción formulada al amparo del recurso
por exceso de poder del Derecho fran-
cés) y su interpretación por la jurispru-
dencia ha dado lugar a una abundante
bibliografía, de la que sólo me gustaría
destacar estos trabajos como exponentes
de las contradicciones a que puede dar
lugar la exigencia de aquél y su coheren-
cia en un sistema que pretende fiscalizar
«cualquier infracción del ordenamiento
jurídico»: L. MARTIX-RETORTILLO, El ge-
nio expansivo del Estado de Derecho,
núm. 47 de esta REVISTA (1965), págs. 184
a 197 y 202 a 205; A. NIETO, «Prólogo» al
libro de J. SÁNCHEZ ISAC, El interés di-
recto en los derechos español y francés,
IEAL, Madrid, 1977, págs. 19 a 51; del
propio NIETO, La discutible supervivencia
del interés directo, «REDA», núm. 12
(1977), págs. 50 y ss., y Estudios históri-
cos sobre Administración..., op. cit., pá-
ginas 280 a 292.
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mentó todo lo referente al contencio-
so, a la patología de la Administra-
ción. Porque, es necesario insistir en
ello y recalcarlo con énfasis, el ver-
dadero quicio y soporte (en sus as-
pectos de eficacia, objetividad y ga-
rantía) de la legalidad y oportunidad
de la actuación administrativa debe
situarse en el previo proceso de la
toma de decisiones, sean éstas indivi-
duales o generales, y no confiar ex-
clusivamente aquéllas al estadio re-
presivo, a posteriori, del contencioso-
administrativo. Dicho con palabras
del propio P. WEIL, «esta última [la
protección del justiciable] no debiera
buscarse exclusivamente por el lado
de la sumisión de la Administración
al juez: rodeando de garantías el me-
ro procedimiento de toma de deci-
sión, el Derecho Administrativo haría
avanzar la protección del ciudadano
tanto como afinando las técnicas con-
tenciosas» (pág. 184; el subrayado es
nuestro). Afirmación ésta que en
nuestro Derecho ha encontrado el res-
paldo de su proclamación constitucio-
nal (art. 105), al consagrarse, en los
términos que disponga la ley, el prin-
cipio de audiencia de los ciudadanos
en el procedimiento de elaboración
de las disposiciones administrativas,
el acceso de aquéllos a los archivos
y registros administrativos, así como
el procedimiento administrativo co-
mún (en relación con el art. 149.1.18,
que lo conceptúa como competencia
exclusiva del Estado, con la trascen-
dencia que esta afirmación reviste
desde la perspectiva de la garantía
del 149.1.1 del texto constitucional),
a lo que ha de añadirse el complejo
y atrayente tema de la participación
de los administrados en las tareas ad-
ministrativas, como exigencia del
acierto de la propia actuación admi-
nistrativa y elemento de transparen-
cia y claridad de la Administración
pública (7).

5. Los extremos hasta aquí abor-
dados han pretendido sumariamente
llamar una vez más la atención acer-
ca de la necesidad de revitalizar el
aspecto dinámico, anatómico, del De-

(7) Cfr. S. MUÑOZ MACHADO, Las con-
cepciones del Derecho Administrativo y
la idea de participación en la Adminis-

tración, núm. 84 de esta REVISTA (1977),
págs. 528 y ss.

Oportuno será, no obstante, recordar
las atinadas observaciones que A. MERKL
formulara a propósito del principio de
participación en la Administración y su
necesario alcance a fin de no desvirtuar
las finalidades inmanentes a la organiza-
ción administrativa. Tras una impecable
argumentación, en que señala en qué me-
dida la Administración responde a unas
exigencias propias que no siempre se
cohonestan bien con el principio demo-
crático participativo (cuya sedes natura-
lis es el eslabón legislativo), concluye
afirmando: «En forma paradójica, con
una organización legislativa democráti-
ca, la administración autocrática, en es-
trecha dependencia de los órganos legis-
lativos, resulta un instrumento de de-
mocracia (...) La organización adminis-
trativa autocrática ofrece las mayores
garantías de que se imponga la voluntad
del grupo popular, más amplio, mientras
que la organización democrática favore-
cería la voluntad del grupo más reduci-
do» {Teoría General del Derecho Admi-
nistrativo, Editora Nacional, México,
1980, págs. 427 y ss.; la cita, en pág. 435).

En esta línea, e incidiendo en la aporta
que supone la participación democrática
como instrumento de legitimación de la
Administración (la cual se legitima en
los términos del artículo 103 de la Cons-
titución, no en virtud de una pretendida
exigencia participativa), E. GARCÍA DE EN-
TERRÍA, La ejecución autonómica de la le-
gislación del Estado, Ed. Cívitas, Colec-
ción «Cuadernos», Madrid, 1983, págs. 29
a 31, incluido en su libro recopilativo Es-
tudios sobre Autonomías Territoriales,
Ed. Cívitas, Madrid, 1985, págs. 175-176;
L. PAREJO, Estado Social y Administra-
ción Pública. Los postulados constitucio-
nales de ¡a reforma administrativa (pró-
logo de E. GARCÍA DE ENTERRÍA), Ed. Cí-
vitas, Madrid, 1983, págs. 99 y ss., sobre
todo págs. 106-111; S. MARTIN-RETORTILLO,
«Perspectivas de la Administración Públi-
ca», en el volumen colectivo España: un
presente para el futuro, tomo II, EEE,
Madrid, 1984, págs. 228-231.
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recho Administrativo: la actividad (en
su vertiente finalista de objeto de in-
terés general, desde los parámetros
de la Administración, que está en la
base de la concepción del Estado so-
cial de Derecho) de los poderes pú-
blicos, superponiendo dicha conside-
ración a la óptica meramente patoló-
gica del control de dicha actividad
por el juez. Ahora bien, una vez pro-
ducida la ruptura de la correlación
persona pública = actividad pública =
= régimen de Derecho público, y pues-
ta de manifiesto la pluralidad de se-
cuelas engendradas por dicho fenó-
meno (utilización instrumental del
Derecho privado por las Administra-
ciones públicas; creación por éstas
de organismos dotados de personali-
dad jurídica pública o privada, pero
sometidos a un régimen iusprivatísti-
co; superación y crisis consecuente
de la noción clásica de servicio pú-
blico; desarrollo del concepto de ac-
tividad de interés general llevada a
cabo por los particulares; apelación
a la colaboración de éstos en la ges-
tión de actividades materialmente
consideradas de servicio público, con
o sin atribución de prerrogativas de
poder público, esto es, trascendiendo
la tradicional óptica del concesiona-
rio; aparición de los denominados
servicios públicos comerciales e in-
dustriales, etc.), con la consecuente
traducción en el plano jurisdiccional
mediante la partición de competencia
entre los Tribunales administrativos
y los ordinarios, la disciplina del De-
recho Administrativo vino a ver cues-
tionadas sus propias bases estructu-
rales, hasta el punto que la doctrina
se ha visto obligada a renunciar a
todo intento de definir aquél desde
una única perspectiva para adoptar,
en aras de una visión más realista y
quizá menos dogmática, una plurali-
dad de criterios como única vía para
aprehender la realidad del mismo (8).

En el fondo, la complejidad insti-
tucional que subyace en este plantea-
miento no puede prescindir una vez
más de la propia configuración de la
Administración pública y la consi-
guiente definición del Derecho Admi-
nistrativo, aspecto íntimamente vin-
culado a la crisis de las diferentes
concepciones de este último a que
nos hemos referido. La construcción
probablemente más acabada acerca
del concepto de Derecho Administra-
tivo, la expuesta por E. GARCÍA DE EN-
TERRÍA, considera a aquél como el De-
recho de la Administración pública,
entendida ésta como una persona ju-
rídica y el Derecho Administrativo
como un Derecho estatutario o esta-
mental, propio y común de las Admi-
nistraciones públicas (9), construcción

(8) S. MUÑOZ MACHADO, Las concep-
ciones del Derecho Administrativo..., op.
cit., págs. 519 a 528, sintetiza las diferen-

tes caracterizaciones (funcionales, en sus
distintas modalidades, subjetivas, orgáni-
cas) que se han ensayado para definir el
Derecho Administrativo, poniendo de ma-
nifiesto las crisis superadoras de las mis-
mas. P. WEIL (págs. 113 y ss.) expone
igualmente las concepciones del Dere-
cho Administrativo basadas en la adop-
ción de un criterio único y su insuficien-
cia para explicar la pluriforme realidad
de aquél, aceptando la tesis de J. RIVERO
en el sentido de que no existe un único
criterio para definir el Derecho Admi-
nistrativo, sino una pluralidad de ellos.

(9) E. GARCIA DE ENTERRÍA, Verso un
concetto di Diritto Amministrativo come
Diritto statutario, «Rivista Trimestrale
di Diritto Pubblico», 1960, págs. 317 y ss.;
E. GARCÍA DE ENTERRÍA-T. R. FERNANDEZ,
Curso de Derecho Administrativo, to-
mo I, 4.' ed., Ed. Civitas, Madrid, 1984,
págs. 23 y ss. A juicio de S. MARTÍN-RE-
TORTILLO, esta consideración del Derecho
Administrativo como Derecho estatutario
explica, como ya pusiera de relieve el
propio GARCÍA DE ENTERRÍA (Verso..., pá-
ginas 338 a 341), la utilización instrumen-
tal por las personas jurídico-administra-
tivas del Derecho privado, y encuentra
fácil anclaje en la aplicación de la teoría
del ordenamiento de SANTI ROMANO al
Derecho Administrativo (La doctrina del
ordenamiento jurídico..., op. cit., pági-
nas 76-77).

Recientemente, y desde los postulados
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que tiene la virtualidad de configurar
un centro de referencia permanente,
la Administración pública, por debajo
de la eventualidad y coyuntura de las
concepciones funcionalistas (10). No
obstante, y al igual que las demás
concepciones monistas, esta tesis sub-
jetivista ha sido objeto de una serie
de críticas, algunas de carácter dog-
mático y otras atinentes a la posición
institucional de la Administración pú-
blica:

a) En primer lugar, se ha estima-
do que no sólo la Administración, si-
no el Estado en su conjunto y en el

que inspiran el Estado Social de Dere-
cho, L. PAREJO ha reafirmado la vigencia
de la concepción subjetiva de la Admi-
nistración pública y del Derecho Admi-
nistrativo formulada por GARCÍA DE ENTE-
RRÍA, «como la única que continúa sien-
do capaz de explicar el fenómeno admi-
nistrativo y es adecuada al Estado social
de Derecho». Para este autor, el segundo
factor de legitimación del entero Estado
(amén el democrático), esto es, el de la
«eficacia en el cumplimiento de la res-
ponsabilidad social que le es propia en
cuanto Estado social», debe imbricarse
en «la condición de la Administración
como organización-institución vinculada
a la satisfacción del interés general y
caracterizada por la gestión objetivo-ju-
rídica de éste; organización que, por ello,
es, en términos políticos, un poder pú-
blico específico y, en términos jurídicos,
una persona dotada de autonomía, pero
subordinada a la organización constitu-
cional por intermedio del Gobierno» (Es-
tado Social y Administración Pública. ,
op. cit., págs. 118 y 119).

(10) E. GARCÍA DE ENTERRÍA, Observa-
ciones sobre el fundamento de la inde-
rogabilidad singular de los Reglamentos,
núm. 21 de esta REVISTA (1958), trabajo
incluido en su libro Legislación delega-
da, potestad reglamentaria y control ju-
dicial, 2.' ed., Ed. Tecnos, Madrid, 1981,
en concreto págs. 296-298, donde argumen-
ta en contra de la idea de personificación
del Parlamento y de los Tribunales. En
igual sentido, E. GARCÍA DE ENTERRÍA-
T. R. FERNANDEZ, Curso..., tomo I, op. cit.,
págs. 24 a 33.

orden interno debe ser conceptuado
como una persona jurídica (11).

b) En segundo lugar, y frente a la
tesis de E. GARCÍA DE ENTERRÍA y To-
más R. FERNÁNDEZ de considerar no
como Administración pública, sino só-
lo como actividad materialmente ad-
ministrativa la de aquellos órganos
constitucionales no incluidos en las
personificación jurídico-públicas del
artículo 1.2 de la Ley Jurisdiccional
de 1956 (a las que, en todo caso, ha-
brían de añadirse las Administracio-
nes de las Comunidades Autónomas y
entidades e instituciones sometidas a
la tutela de éstas), algún sector doc-
trinal, a raíz de la Constitución de
1978 y sus leyes de desarrollo, pro-
pugna la inclusión en el concepto de
Administración pública de una serie
de nuevas realidades institucionales
(la Administración judicial autónoma,
esto es, el Consejo General del Poder
Judicial, la Administración del Tribu-
nal Constitucional y del Tribunal de
Cuentas, la Casa del Rey) (12).

(11) Vid. un resumen de las distintas
posiciones a este respecto en F. GARRIDO
FALLA, Reflexiones sobre una reconstruc-
ción de los límites formales del Derecho
Administrativo español, INAP, Madrid,
1982, págs. 21 a 29, reproducido en el
núm. 97 de esta REVISTA (1982), págs. 7
y ss., en especial págs. 9 a 14.

(12) J. L. MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ, El
concepto de Administración Pública de
la Ley de lo Contencioso, tras la Consti-
tución de 1978, núm. 96 de esta REVISTA
(1981), págs. 179 y ss.

Frente a esta postura, P. ESCRIBANO
sostiene que la Constitución de 1978 no
ha alterado la caracterización de la Ad-
ministración pública como única perso-
na jurídico-pública, deduciendo esta
consideración del propio artículo 103.1,
que ha atribuido la función administra-
tiva a una específica organización del
Estado, la Administración, derivándose
de aquí la personificación de ésta como
forma peculiar de servir «con objetivi-
dad los intereses generales», al tiempo
que considera a los órganos de gobierno
de los poderes públicos tipificados en
la Constitución (Consejo General del Po-
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c) Por otro lado, frente a la con-
cepción subjetivista se ha invocado
la «pérdida por los entes públicos del

monopolio de la acción administrati-
va como actividad dirigida a la satis-
facción de las necesidades colecti-

der Judicial, Casa del Rey...) como una
manifestación institucional de Ja autono-
mía e independencia que el texto cons-
titucional ha garantizado a aquéllos. De
ahí que no conceptúe a éstos como Ad-
ministración pública, ni al ejercicio de
sus competencias como desarrollo de
funciones administrativas (técnicamente,
que sus decisiones no constituyen actos
administrativos). A partir de este plan-
teamiento, entiende que el régimen jurí-
dico aplicable a estos órganos de gobier-
no no es el Derecho Administrativo co-
mo Derecho propio de las Administra-
ciones públicas, sino su propio ordena-
miento jurídico, que en ocasiones remite
de modo supletorio al Derecho Adminis-
trativo, y que la competencia atribuida
a la jurisdicción contencioso-administra-
tiva para conocer de las decisiones adop-
tadas por los mismos en el ejercicio de
sus funciones conlleva una inadecuación
del esquema diseñado por la Ley de la
Jurisdicción de 1956. En último término,
lo que se desprende, en opinión de este
autor, de dicha atribución jurisdiccional
no es tanto una crisis de los conceptos
de Derecho Administrativo y de Admi-
nistración pública (tesis subjetivista)
cuanto del concepto de jurisdicción con-
tencioso-administrativa de la Ley de 1956,
que no debe seguir siendo únicamente
la jurisdicción de las Administraciones
públicas y sólo de ellas (¿Crisis de los
conceptos de Administración Pública y
de Derecho Administrativo?, «REDA»,
núm. 37 [1983], págs. 165 y ss.; en espe-
cial, págs. 173 a 184).

No pretendo ahora, en este momento,
analizar en profundidad las por demás
sugerentes reflexiones del profesor ES-
CRIBANO. No obstante, sí me parece opor-
tuno matizar su opinión negativa a la
consideración de las decisiones de los
órganos de gobierno de los poderes pú-
blicos no administrativos referentes a la
organización, funcionamiento, régimen
de personal y servicios adoptadas en el
ejercicio de las competencias de aqué-
llos como actos administrativos. Si el
rasgo definitorio del acto administrati-
vo, en cuanto decisión ejecutoria, es, en
palabras de P. WEIL, «la manifestación
de la voluntad de la administración con

objeto de producir efectos jurídicos»
(Derecho Administrativo, op. cit., pá-
gina 85), esto es, la susceptibilidad de
modificar unilateralmente (ejecutividad)
determinadas situaciones jurídicas, con
la subsiguiente posibilidad de imponer
su ejecución forzosa (ejecutoriedad), no
creo existan excesivos inconvenientes
(salvo que se parta de la identificación,
a priori, entre Administración pública y
Derecho Administrativo, de modo que
sólo los órganos que integran las perso-
nificaciones jurídico-administrativas pue-
den emanar actos administrativos, peti-
ción de principio que conduce a una evi-
dente tautología) en calificar como ver-
daderos actos administrativos las deci-
siones gubernativas de los órganos de
los poderes públicos constitucionales
(Tribunal Constitucional, Tribunal de
Cuentas, Consejo General del Poder Ju-
dicial...). Sostiene ESCRIBANO que, en el
supuesto que contemplamos, «su fuerza
de obligar, su cualidad de imponerse y
ejecutarse, la adquieren más en base a
la actuación del principio de norma in-
terna, en el seno del cual se adopta, que
en el ejercicio de una potestad de supre-
macía general». Y cita en apoyo de su
tesis el régimen que la hoy derogada Ley
Orgánica del Consejo General del Poder
Judicial de 1980 preveía para los acuer-
dos en que se impusieran medidas dis-
ciplinarias, condicionando su ejecutorie-
dad a la adquisición de firmeza, esto es,
que no cupiera contra ellas recurso (op.
cit., págs. 179-180). Entiendo, sin embar-
go, que en aquella afirmación y en el
posterior ejemplo en que se apoya la
confirmación de la misma se incurre en
el error de negar la naturaleza de acto
administrativo a una decisión por el he-
cho de haberse adoptado en el seno de
la organización autónoma que, en este
supuesto, incumbe desarrollar al Consejo
General del Poder Judicial como órgano
de gobierno de uno de los poderes del
Estado, el Judicial, lo que supone la no
calificación de las decisiones adoptadas
en este ámbito como «ejercicio de una
potestad de supremacía general». Preci-
samente éste sería un típico supuesto
(si se desea seguir utilizando esta termi-
nología) de relación de supremacía espe-
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vas» (13), en línea con lo que apunta
P. WEIL acerca de la definición de
servicio público y la distinción entre

cial, argumento que invalidaría la pro-
pia tesis que se pretende sustentar, pues
obviamente las exigencias institucionales
que trata de garantizar la atribución de
estas potestades (disciplinarias o cuales-
quiera otras) a los órganos separados e
independientes de la Administración del
Estado (la autonomía e independencia
del poder judicial) no pueden fundar en
ningún caso un título de supremacía ge-
neral sobre todos los ciudadanos, que,
como tal, sólo puede corresponder a
quien tenga confiado el servicio de los
intereses generales, esto es, la Adminis-
tración personificada.

Por otro lado, no creo que constituya
una prueba definitiva del carácter no
administrativo de las decisiones del Con-
sejo General del Poder Judicial en ma-
teria disciplinaria el condicionamiento
de su ejecutoriedad a la firmeza de las
mismas. Y ello porque de admitirse esta
posición supondría que la voluntad del
órgano de gobierno del poder judicial (y,
en general, la de cualquiera de los de-
más poderes públicos del Estado) cons-
tituye una voluntad imperfecta, necesi-
tada de integración a través de un pro-
nunciamiento jurisdiccional (o de la
ausencia de éste, en caso de no impug-
nación), lo cual, por otra parte, no se
produce tampoco en el mundo relacional
privado, y, además, contradiría el ca-
rácter revisor de la jurisdicción conten-
cioso-administrativa, al imponer, en bue-
na lógica, no sólo una decisión judicial
sobre la legalidad o no de la medida
recurrida, sino una apreciación in con-
creto acerca de la procedencia y exten-
sión de la misma. Más bien cabe pensar
que esta falta de ejecutoriedad de la
corrección disciplinaria impuesta por el
Consejo General del Poder Judicial es
consecuencia de una alteración del régi-
men normal de los actos administrativos,
en los que la suspensión de su eficacia
se configura, en caso de recurso, como
excepción, frente a la regla general (pro-
ducto, a su vez, de la posición de supre-
macía de la Administración) de la eje-
cución, en línea con lo dispuesto en la
Ley de Protección Jurisdiccional de los
Derechos Fundamentales de la Persona
de 1978. Precisamente el artículo 425, en

servicio público y actividad de inte-
rés general (págs. 105 a 111). No obs-
tante, esta eventual objeción a la te-
sis de la Administración pública co-
mo persona jurídica ha intentado ser
contrarrestada por uno de los defen-
sores de esta tesis, el profesor Tomás
R. FERNÁNDEZ, al explicar la pérdida
del monopolio por aquélla de la ac-
ción administrativa, en el sentido de
que la Administración se ha visto
obligada, dada la magnitud de sus
funciones, a requerir la colaboración
de los particulares en las tareas de
gestión de aquéllas, lo cual, sin em-
bargo, no ha conllevado ni dejación
de dichas funciones ni ruptura del
monopolismo predicado, sino una ape-
lación a la colaboración de los parti-
culares, a cuyo efecto les ha dotado
de un conjunto de prerrogativas y
medios jurídicos pertenecientes a la
Administración a fin de posibilitar la
eficacia de su gestión (14).

su número 7, de la reciente Ley Orgánica
del Poder Judicial de 1985 ha consagra-
do la inejecución de las resoluciones san-
cionatorias impuestas a jueces y magis-
trados por el Consejo General del Poder
Judicial cuando aquéllas consistan en
suspensión, traslado forzoso y separa-
ción, en tanto no hayan ganado firmeza,
con lo cual la regla general, esto es, la
ejecución, subsiste para las demás san-
ciones disciplinarias que prevé el artícu-
lo 420 de la citada Ley, es decir, adver-
tencia, reprensión y multa (en general,
vid. A. GUAITA, Los actos administrativos
del Tribunal Constitucional, «REDA»,
núm. 29 [1981], págs. 239 y ss.).

(13) Vid. la cita en S. MUÑOZ MACHA-
DO, Las concepciones del Derecho Admi-
nistrativo..., op. cit., pág. 527.

(14) Derecho Administrativo, Sindica-
tos y autoadministración, 2.' ed., IEAL,
Madrid, 1972, especialmente págs. 126
y ss. Frente a la opinión de E. GARCÍA
DE ENTERRÍA-T. R. FERNANDEZ, que entien-
den que la presencia de una Administra-
ción pública es requisito necesario para
que exista una relación jurídico-admi-
nistrativa, y que sólo en el supuesto del
artículo 28, 4, b), de la Ley de la Juris-
dicción, esto es, cuando los particulares

420



RECENSIONES Y NOTICIA DE LIBROS

Sin formular en este momento otras
consideraciones a propósito de la con-
cepción subjetivista del Derecho Ad-

«obraren por delegación o como meros
agentes o mandatarios» de la Adminis-
tración, puede considerarse englobada la
llamada actividad administrativa de los
particulares en el concepto de Adminis-
tración (Curso..., t. I, op. cit., págs. 38-
40), E. RIVERO YSERN entiende que en el
ordenamiento positivo español existe ba-
se suficiente para considerar como ad-
ministrativas determinadas relaciones en-
tre particulares. Así, las que ligan al
concesionario de un servicio público con
sus usuarios o las que se establecen en-
tre aquéllos y los perjudicados por su
actividad, así como las existentes entre
el beneficiario de la expropiación forzo-
sa y el expropiado, si bien estos supues-
tos pueden ser encuadrados, sin dificul-
tad, en el tipo del 28, 4, b), de la Ley de
lo Contencioso, con lo que la tesis de
GARCÍA DE ENTERRÍA-FERNÍNDEZ RODRÍGUEZ
se vería confirmada. Cita también RIVERO
como supuesto de relación jurídico-ad-
ministrativa la dimanante del ejercicio
del derecho de réplica de la Ley de Pren-
sa de 1966 y de los Decretos números 745
y 746, de 31 de marzo, de 1966. No obs-
tante, en este punto, y por virtud de la
Ley Orgánica 2/1984, de 26 de marzo,
reguladora del derecho de rectificación,
parece que ya no quedan dudas acerca
del carácter estrictamente privado de ta-
les relaciones, al menos como consecuen-
cia del criterio de la remisión a la juris-
dicción civil de las controversias que el
ejercicio de aquel derecho pueda susci-
tar (art. 4) (El Derecho Administrativo y
las relaciones entre particulares [prólo-
go de M. F. CLAVERO ARÉVALO], Instituto
García Oviedo, Sevilla, 1969, págs. 103
y ss.).

Por otro lado, es consustancial a la
tesis subjetivista del Derecho Adminis-
trativo la idea de que el acto adminis-
trativo sólo puede provenir de una Ad-
ministración pública en sentido subjeti-
vo (E. GARCÍA DE ENTERRÍA-T. R. FERNÁN-
DEZ, Curso.... t. I, op. cit., págs. 508-510).
Como contrapunto a esta concepción,
F. MODERNE ha puesto de relieve cómo
en Derecho francés cabe hablar de ac-
tos de personas privadas encargadas de
la gestión de un servicio público admi-
nistrativo (gestión directa, al margen de

ministrativo (el Derecho Administra-
tivo como el Derecho común de las
Administraciones públicas considera-
das como personas jurídicas), creo,
sin embargo, que es necesario com-
pletar la definición anterior haciendo
referencia a la idea de acción admi-
nistrativa, a la idea de fin, en el sen-
tido que más arriba apuntábamos (los
fines que deben inspirar a la Admi-
nistración del Estado social). El De-
recho Administrativo es el Derecho
que rige la Administración pública
como persona jurídica (condición ne-
cesaria, pero no suficiente), pero, ade-
más, el Derecho que rige una deter-
minada Administración pública, aque-
lla que se caracteriza por el cumpli-
miento de unos determinados fines y
persigue unos concretos objetivos
(los diseñados por el texto constitu-
cional). La Escuela francesa del ser-
vicio público, que tuvo en DUGUIT y
JÉZE a sus más destacados adalides,
fue duramente criticada por M. HAU-
RIOU, por considerar que el Derecho
se define por los medios, los instru-
mentos (de ahí su conocida teoría de
las prerrogativas públicas, de los me-
dios exorbitantes de Derecho común,
de la puissance publique, como defi-
nitoria del Derecho Administrativo), y
no por sus fines, en todo caso subor-
dinados a aquéllos, como habían pre-
tendido los patrocinadores de la no-

la técnica concesional; servicio público
administrativo en cuanto actividad regu-
lada por el Derecho público y cuya com-
petencia corresponde al juez contencio-
so; concesión de prerrogativas de poder
público —puissance publique—; emana-
ción de actos individuales o reglamenta-
rios, y régimen jurídico-administrativo),
así como de actos emanados de personas
privadas encargadas de un servicio pú-
blico de gestión privada (servicio de ca-
rácter industrial o comercial, actos rela-
tivos a la Seguridad Social) (Decadencia
del punto de vista orgánico en la defini-
ción del acto administrativo en Derecho
francés: los actos administrativos de ori-
gen privado, «REDA», núm. 4 [1975], pá-
ginas 3 a 15).
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ción de servicio público (15). Es cierto
que esta última, tal y como fue cons-
truida por DUGUIT y JEZE, se encuen-
tra hoy en crisis y que no puede eri-
girse en criterio omnicomprensivo y
explicativo del Derecho Administrati-
vo, pero, como ha señalado L. MARTÍN
REBOLLO, «por encima de la crisis del
servicio público como categoría téc-
nica renace de huevo, a mi modo de
ver, el significado ideológico de su
primitiva exposición, lo que obliga a
preguntarnos también, desde las nue-
vas coordenadas del texto constitu-
cional, por su valor actual» (16), va-
lor que no puede ser otro, como in-
dica el citado autor, sino aquel que
postula que «el Estado, la Adminis-
tración, deben proporcionar unas
prestaciones reales y tangibles que
fomenten el principio de solidaridad
social, y coadyuven a la igualdad y,
sin embargo, dejen campo libre —y
en este punto sí que hay que retomar
lo mejor del liberalismo clásico con-
tra el que de alguna manera se ex-
presaba DUGUIT— a la actividad indi-
vidual en lo referente a los derechos
y libertades fundamentales, a los lla-
mados libertades - autonomía» (17).
Reaparece así, de un modo u otro,
un matiz funcional, objetivo, en la ca-
racterización del Derecho Administra-
tivo. Como afirma P. WEIL, «el Dere-
cho Administrativo es el conjunto de
reglas que rigen la acción administra-

(15) Fundamental resulta el Prefacio
a la 11.* edición (1927) de su Précis de
Droit Administratif et de Droit Public
General, en que se contiene el núcleo
de su crítica a la teoría del servicio pú-
blico de DUGUIT y JfezE. Tomo la refe-
rencia de M. HAURIOU, Obra escogida
(traducción de J. A. SANTAMARÍA PASTOR
y S. MUÑOZ MACHADO; presentación del
primero de ellos), IEA, Madrid, 1976,
págs. 117 a 124.

(16) De nuevo sobre el servicio públi-
co: planteamientos ideológicos y funcio-
nalidad técnica, núms. 100-102 de esta
REVISTA, vol. III (1983), pág. 2472.

(17) Op. cit., pág. 2540.

tiva, definiendo ésta por su finalidad,
teniendo como elemento "central" la
acción de los órganos que dependen
del poder gubernamental y como ele-
mentos "nebulosos" determinadas ac-
tividades de órganos no gubernamen-
tales» (pág. 183), habida cuenta la in-
viabilidad de establecer una distin-
ción nítida y precisa entre activida-
des desarrolladas por entidades públi-
cas (o por los organismos privados
creados por éstas) y actividades eje-
cutadas por particulares, en atención
al interés (público o privado) presen-
te en las mismas. A esta circunstancia
ha de añadirse, además, el hecho de
la especificidad del régimen jurídico-
privado aplicable a los entes públicos
(nunca exactamente igual al que rige
las relaciones entre particulares), has-
ta el punto que «al cuadro tradicio-
nal de interconexión de los regímenes
de derecho público y de derecho pri-
vado, sustituye así la idea de una gra-
duación o de una escala en el seno
mismo del Derecho Administrativo
(P. WEIL, op. cit., pág. 123), lo que
conlleva, como lógica consecuencia,
la unidad de competencia jurisdiccio-
nal para la acción administrativa (pá-
ginas 180-182).

En suma, parece lógico inferir de
todo ello que el Derecho Administra-
tivo ha de adaptarse en su configu-
ración real a las exigencias, postula-
das por los criterios de acción y de
fin, que animan la actuación de la
Administración de un Estado social
y democrático de Derecho, y no sólo
atender a los aspectos (por trascen-
dentes que éstos sean) de delimita-
ción conceptual, esto es, los que ata-
ñen a la definición del Derecho Ad-
ministrativo por relación única y ex-
clusivamente al concepto de Adminis-
tración pública como persona jurí-
dica.

Esta adaptación es, ciertamente, la-
bor cuya consecución ha de lograrse
mediante la mutua interacción de las
aportaciones de todos los operadores
jurídicos, labor que no puede cifrar-
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se, en mi opinión, sino en la aspira-
ción de una tarea de futuro, para lo
cual la lectura de un libro como el
de Prosper WEIL resulta sugerente y
aleccionadora (18).

J. M. ALEGRE AVILA

(18) En relación con cuanto se acaba
de exponer pudo decir L. MARTÍN-RETO R-
TILLO, comentando el concepto de Da-
seinsvorsorge de FORSTHOFF, que la leis-
tende Verwaltung, es decir, la Adminis-
tración prestadora de bienes y servicios,
no ostenta «el monopolio de los cometi-
dos y realizaciones» que aquel concepto

lleva consigo, por lo mismo que «aque-
lla actividad que la Administración pú-
blica puede realizar en relación con las
prestaciones vitales a satisfacer, no se ha
de llevar a cabo necesariamente dentro
de los moldes del Derecho Administra-
tivo», sino que, por el contrario, la Ad-
ministración pública «utiliza constante-
mente los procedimientos y formas que
el Derecho privado le proporciona», pues-
to que, en último término, y esto es lo
que interesa resaltar, «la Daseinsvorsor-
ge ha de constituir el objeto caracteri-
zador de la Administración contemporá-
nea» (La configuración jurídica..., op.
cit, págs. 54, 56, 64).
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